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A  C  U  E  R  D  O

En la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, Sede de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, a los diez días del mes de julio de dos mil doce, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores jueces doctores Víctor Horacio Violini, Daniel Carral y Ricardo Borinsky, con la presidencia del primero de los nombrados, a fin de dictar sentencia definitiva en la causa Nº 12.852 (Registro de Presidencia Nº 44.560), caratulada “G. B., N. S. s/ Recurso de casación”, y sus acumuladas causa nº 12.847 (Registro de Presidencia nº 44.682) caratulada “Z., J. J. s/ Recurso de Casación”; causa nº 12.853 (Registro de Presidencia nº 44.689) caratulada “D. L. T., R. A. s/ Recurso de Casación”; causa nº 12.855 (Registro de Presidencia nº 44.746) caratulada “A., F. s/ Recurso de Casación” conforme al siguiente orden de votación: VIOLINI-BORINSKY-CARRAL.

A N T E C E D E N T E S

1º) El Tribunal en lo Criminal nº 1 del Departamento Judicial San Isidro condenó a R. A. D. L. T. a la pena de quince años de prisión, accesorias legales, costas y declaración de reincidencia como coautor penalmente responsable de los delitos de robo agravado por el uso de armas de fuego aptas, en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas y autor de portación ilegal de arma de guerra (dos hechos) y encubrimiento (dos hechos), todos en concurso real con los anteriores; a F. A. a catorce años de prisión, accesorias legales y costas como coautor penalmente responsable de los delitos de robo doblemente calificado por el uso de arma de fuego apta para el disparo en concurso ideal con privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas y autor de encubrimiento –dos hechos-, en concurso real con los primeros y portación ilegal de arma de guerra en concurso real con estos últimos e ideal con el robo y la privación ilegal de la libertad; a J. J. Z. a la pena de diez años de prisión, accesorias legales y costas, como coautor de los delitos de robo doblemente calificado por el uso de arma de fuego apta para el disparo y por su comisión en poblado y en banda, en concurso ideal con privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas; y a S. N. G. B. a la pena de nueve años de prisión, accesorias legales y costas como coautor de los delitos de robo doblemente calificado por el uso de arma de fuego apta para el disparo y por su comisión en poblado y en banda, en concurso ideal con privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas (artículos 12, 19, 29 inciso 3º, 40, 41, 45, 50, 54, 55, 142 inciso 1º, 166 inciso 2º, segundo párrafo, 167 inciso 2º, 189 bis, inciso 2º, párrafos segundo y cuarto, 277, primer párrafo, inciso c) del Código Penal).

2º) Contra ese pronunciamiento interpuso recurso de casación el defensor de confianza de S. G. B., por el cauce de los artículos 448, 450 y 454 del Código Procesal Penal.

Se agravió por:

a) Incorrecta aplicación de los artículos 5, 12, 54, 55, 142, inciso 1º, 166, inciso 2º, segundo párrafo, y 167, inciso 2º, del Código Penal.

b) Quebrantamiento de normas constitucionales e internacionales: 16, 18, 19 y 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.

c) Inobservancia de los artículos 3, 144, 157 inciso 1º a 4º, 163, 171, 203, 210, 211, 234, 287, 318, 341, 367, 371, último párrafo, del Código Procesal Penal.

d) El tribunal desacreditó los dichos del testigo Y. T. respecto a que vio a G. B. en su domicilio el día el robo. 

Y el mismo G. B. dijo que ese día estuvo en su casa (declaración del 22 de abril de 2010).

El tribunal sostuvo que la esposa de G. B. no fue citada para corroborar esa versión pero no podía serlo sin violar garantías constitucionales ya que no podría declarar a favor de su pareja pues tendría interés en el resultado del pleito.

e) Respecto del incidente ocurrido el 18 de noviembre de 2004, en el Banco Río de Acassuso argumentó que fue un episodio sin ninguna trascendencia, alejado en el tiempo y sin vinculación con el hecho en análisis.

Concretamente, se le achacó haber realizado tareas de inteligencia junto a F. A. a quien se le atribuyó haber tomado fotografías dentro del banco pero eso no está demostrado.

Los mismos testigos dijeron que no se trató de una situación de gravedad.

No se acreditó que G. B. haya tenido una cámara en su poder ni se secuestraron las fotografías.
Por el contrario, su defendido ninguna vinculación tuvo con el incidente pues sí se acreditó que acudió a depositar un cheque y consultó sobre la contratación de un producto.

De la declaración de E. B. surge que depositó un cheque por $ 269 el 18/11/2004; el vigilador C. no refirió ninguna conducta sospechosa del coimputado; L. manifestó que no se secuestraron fotografías y P. declaró que la cámara “Olympus” de A. no tenía nada, aunque dijo que había podido manipularla.

La versión de G. B. del 22/4/2010 coincide con la de estos testigos.

Por lo expuesto, a criterio del defensor, el beneficio de la duda fue interpretado en contra de su asistido.

f) Denuncia que la testigo E. L. F. quien dijo haber visto una semana antes del robo a una cuadrilla trabajando en la zona, incurrió en contradicciones y falsedades que determinan que debería ser procesada por falso testimonio. 

Por ejemplo, respecto a lo declarado por R. con relación a la camioneta de G. B., subrayando además que este último testigo señaló que el vehículo fue secuestrado sin exhibir orden de allanamiento.

g) Respecto de la declaración de P. sostuvo que se incorporó al debate por lectura sin contradicción posible pues no declaró en el debate.

Por lo demás, no reconoció a su asistido como a uno de los que fuera a buscar en el remís.

h) Destacó que A. D. T. no reconoció a su defendido en la sala de audiencias, y que en su declaración del 23 de febrero de 2010 ante la pregunta concreta de la fiscalía sobre si su hijo G. conocía a G. B. respondió: “ni yo lo conozco, no se quién es”.

Llamó la atención acerca que el tribunal se refirió a ella como M. (“Pepita la pistolera”) que nada tuvo que ver en este juicio.

Igualmente, planteó la nulidad del testimonio porque sus dichos resultaron autoincriminatorios por encubrimiento agravado porque refirió que con el dinero que llevó D. L. T. y que secaron en el horno, compraron la camioneta Galloper BWB-…. 
Concluyó que la sentencia es nula por aplicación de la doctrina del fruto del árbol envenenado.

i) Denunció la presunta comisión de delitos de acción pública que no fueron investigados cometidos por la fiscalía, dado que al recibírseles declaración a D. T. y a V. P. S. habrían sido coaccionadas para proporcionar información, y se habrían alterado sus declaraciones sin que tuvieran la posibilidad de leerlas.

Esta denuncia se compagina con las vejaciones sufridas por G. B. al momento de su detención y por el acta de allanamiento del taller que se le hizo firmar a su madre E. B..

Peticionó, en consecuencia, la declaración de nulidad de la sentencia porque en sus fundamentos receptó esas declaraciones.

j) Argumentó que se hizo valer prueba referida a V. S. que no pudo se discutida en el juicio dado que el mismo fue juzgado por separado.

k) Cuestionó la conclusión del tribunal de que la solicitud de servicio del teléfono móvil a nombre de F. D. T. correspondiera a G. B. dado que la documentación no fue encontrada entre los elementos secuestrados y nunca se individualizó al nombrado.

Destacó que en la zona de Martínez cercana al domicilio de G. B. donde ese teléfono se activó circulaban otras personas vinculadas a la causa, como V..

Señala que el mismo tribunal dice que dicho teléfono haya estado en posesión de G. B. es “una posibilidad”.

Sostuvo que como G. B. era un mecánico muy conocido de la zona era habitual que muchas personas tuvieran su teléfono y se comunicaran con él. Como sería el caso del doctor E. y D. L. T..

Incluso, el teléfono de línea de su taller era utilizado por personas que concurrían al mismo sin su permiso. Por lo cual tampoco podría ser utilizado como pauta incriminatoria.

l) Señaló que se desestimaron erróneamente los dichos de Y. T. pues al igual que lo dijo el imputado en la audiencia, el mismo se encontraba en su domicilio a la hora del hecho.

m) Denunció que el tribunal le denegó prueba testimonial bajo el argumento de que había sido desistida cuando no fue así y también al considerarla superflua y sobreabundante.
n) Por este carril, y conforme resulta de la prueba testimonial, entendió que era altamente improbable el paso de su asistido por la alcantarilla.

ñ) Respecto de la situación patrimonial de G. B. entendió que se encontraba demostrada su solvencia económica.

               A lo expuesto agregó que conforme lo declararan en debate S. D. y M. d. G., el dinero que entregara el coimputado a los mismos no era producto de un ilícito y fue consignado a la autoridad por la presión que habrían ejercido los fiscales y funcionarios policiales.

o) Denunció como incorrecta e inconstitucional la valoración del tribunal de la declaración de G. B. a la que se tildó de tardía, desmereciendo la denuncia de torturas al momento de su detención.

p) Sostuvo que el croquis que supuestamente correspondería al dique construido en el lugar del hecho fue introducido sorpresivamente en el juicio y no coincidiría con él respecto de medidas y materiales.
Que la declaración de A. W. que avaló los dichos de G. B. fue arbitrariamente desestimada.

              Concluyó que el croquis constituyó ocultamiento de prueba por parte de la fiscalía y que, llamativamente estaba abrochado en un cuaderno “como enganchado como hecho en forma intencional”.

q) Sin perjuicio de la absolución que peticiona denuncia errónea calificación legal pues no se acreditó debidamente la aptitud de las armas presuntamente empleadas en el hecho.

r) Entendió que no se acreditó su coautoría funcional en el hecho no pudiendo endilgársele más que una eventual participación secundaria.

3º) Contra el mismo pronunciamiento, interpuso recurso de casación el defensor particular de Z., por el cauce previsto en los artículos 448, 450 y 454 del Código Procesal Penal.

En su presentación denunció idénticas transgresiones legales y constitucionales y agregó:

a) El pedido de exclusión probatoria de los testimonios de E. G. y de G. C.. 

En el primer caso, porque la testigo incurrió en notorias contradicciones con respecto a su declaración de la etapa preliminar, lo que motivó su procesamiento por falso testimonio. 

A criterio del recurrente, al haberse interrumpido la declaración de la testigo en virtud de estas constataciones, se impidió ejercer el debido control de la prueba. 

Al mismo tiempo, denunció que el tribunal incurrió en arbitrariedad, pues no estableció si la mendacidad se verificó en la etapa previa o en la declaración del debate, y por ello, no pudo proceder, como lo hizo, a valorar partes del relato testimonial a efectos de sostener la condena, máxime cuando la declaración de la etapa investigativa no fue incorporada por lectura.

Idéntico agravio pregonó respecto del testimonio de C.. Por ello, solicitó se excluyan ambos testimonios del plexo probatorio valorado en la sentencia. 

b) En segundo lugar, afirmó que la acusación deviene nula, al haber omitido la descripción de “la autoría y la responsabilidad”. 

c) En cuanto a los fundamentos dados por el juzgador, y tras una trascripción literal del veredicto, cuestionó el modo como se valoró la prueba rendida en la audiencia. 

Explicó así que A. D. T. (erróneamente consignada en la sentencia como “M.”) no asignó ningún apodo a su asistido, ni relató circunstancia alguna que lo incriminara, más allá de ser una simple testigo de oídas, manifiestamente enemistada con los procesados.

d) Asimismo señaló que ninguno de los testigos pudo vincular a la camioneta presuntamente utilizada en el evento con la persona de su asistido, o que éste la condujera, ni se acreditó que los autores fugaran del modo y por la vía indicada en la sentencia. 

e) Por este carril, explicó que el sistema VAIC posee un amplio radio de alcance, por lo que no es posible afirmar con certeza el punto exacto de realización de los llamados.

f) Señaló que la requisa de la camioneta Ford Escort, de propiedad de su pupilo, estuvo plagada de irregularidades, desde que los testigos civiles no recordaron que se incautara documentación. 

g) Sostuvo que su pupilo explicó la fuente de sus ingresos, y que no se evacuaron oportunamente sus citas, todo lo cual, a su entender, permite afirmar la existencia de un margen de duda razonable en virtud del cual solicitó se dicte pronunciamiento absolutorio. 

h) Supletoriamente, denunció el error de calificación legal, en la inteligencia de que el delito contra la propiedad debe considerarse constitutivo del de robo con armas cuya aptitud para el disparo no pudo ser probada, atento a que las mismas no fueron utilizadas o disparadas, y la única prueba respecto a su empleo es de carácter testimonial, agregando que la sustraída a S. no fue empleada, sino descargada y devuelta a su legítimo usuario.

h) Entendió que la no participación de su asistido en las secuencias típicas del hecho (portación de armas, desapoderamiento), visto que permaneció en el interior de la camioneta, desautorizan el juicio de autoría, pues a lo sumo, sólo podría reprochársele una participación secundaria. 

i) En último término, cuestionó el recurrente el monto de pena impuesto, considerando que las agravantes valoradas no se corresponden con la participación que, según el tribunal, le cupo al encartado, y agregó que la agravante relativa a los daños causados no se encuentra fundada. 

4º) Contra el mismo pronunciamiento interpuso recurso de casación el defensor de confianza de R. A. D. L. T., por el cauce previsto en los artículos 448, 450 y 454 del Código Procesal Penal.

Se agravió por:

a) Falta de motivación y errónea valoración de la prueba.

Sostuvo que la circunstancia témporo espacial resultó ser el único elemento determinante y estimado por el tribunal; que no se han valorado elementos probatorios en su conjunto, y que existen pautas que hacen presumir que los testimonios en algún punto no fueron veraces, ya sea por error o falsedad.

Manifestó que en este caso también el proceso no buscó descubrir una verdad sino comprobar una verdad ya construida. El hecho fue armado y producido cuidadosamente por los funcionarios policiales.

Así, su defendido desde la imputación efectuada por A. D. T., fue observado y luego perseguido por la policía de tal manera que no se entiende su aprehensión sin la correspondiente anuencia policial, pues nunca salió de la esfera de custodia.

Es decir, bastó con una sola y mera denuncia para detenerlo ilegítimamente sin que los jueces repararan en creer parcialmente en la declaración de su defendido. Peticionó entonces la nulidad de la aprehensión y del secuestro del revólver calibre 22 Magnum, serie nº E-016.119, apto para el disparo según pericia de fs. 3354/3356.

b) Solicitó a su vez la nulidad de la denuncia-declaración de D. T., dado que debería imputársele el delito de encubrimiento agravado por ánimo de lucro, por lo cual al haber declarado bajo juramento de ley al prestar testimonial, se vulneró su derecho porque se vio obligada a mentir para evadir la imputación.

Solicitó en consecuencia –al no existir otra vía de investigación independiente-, su exclusión probatoria.

c) Peticionó la nulidad del reconocimiento de cosas efectuado, al existir violación al artículo 262 del Código Procesal Penal.

d) Denunció que los allanamientos fueron realizados fuera de los horarios estipulados por el código, solicitando también su nulidad.

e) Denunció que no se hizo lugar a la cesura de juicio por no haberla solicitado en forma oportuna, cuando para hacerlo necesitaba conocer la pena  peticionada por el fiscal.

f) Criticó la calificación legal adoptada respecto al robo, dado que no se acreditó la constitución de la banda. 

En relación a la tenencia compartida de la escopeta Browning 2000, sin número, consideró que no se ajustó a la objetiva valoración de los hechos y el derecho, puesto que no puede afirmarse que sea la misma que manifestaron haber visto los testigos, no pudiendo afirmarse a su respecto que haya estado cargada o que fuera apta para el disparo.

Sin perjuicio de lo expuesto, argumentó que la  tenencia debió concursar en forma aparente con el ilícito contra la propiedad.

Afirmó que tampoco está probado que D. L. T. conociera el origen ilícito de los rodados utilizados en el hecho, solicitando entonces su absolución por encubrimiento.

g) Se agravió también, por cuanto nunca se evacuaron las citas de su asistido, y porque parte de la “res furtiva” fue devuelta a los damnificados sin intervención alguna de la defensa. Así también, destaca mientras el banco presentó un informe que indicó que perdió catorce millones de dólares, el tribunal consigna que fueron diecinueve millones aunque nadie analizó si esos pagos fueron efectuados.

h) Por último cuestionó la declaración de reincidencia, pues a su entender vulnera el derecho penal de acto pues es derecho penal de autor, y no se acreditó que haya cumplido efectivamente pena y no prisión preventiva, o haya sido compurgada.

5º)  Contra el mismo pronunciamiento, se presentó la defensa particular de F. A., interponiendo recurso de casación por el cauce previsto en los artículos 448, 450 y 454 del Código Procesal Penal.

Así se agravió:

a) Por la ilegal incorporación por lectura al debate, no obstante la expresa oposición de la parte, de los testimonios del remisero P. y del vendedor de vinos S. S. M.. 

b) Por haberse admitido como prueba reconocimientos ilegales del imputado, ya sea a través de fotografías –efectuado por el testigo P. - y en el propio debate –por la testigo de identidad reservada D. T..

c) Por la arbitraria denegación de prueba que acreditaba que A. se encontraba en San Juan al momento del hecho. Así también, se denegó la reconstrucción parcial del hecho, peticionada a partir de lo declarado por el sargento S., y la solicitud de informe al Banco a los fines de conocer la calidad de imagen de las cámaras colocadas al igual que la prueba de fotoantropometría. 

d) Denunció también que arbitrariamente se denegó la declaración en debate de N., violándose así el derecho de defensa del imputado A., pues se vio privado de un testimonio clave al no existir razón para justificar la negativa a extender la audiencia de testigos.

e) En capítulo aparte se agravió de la arbitraria valoración en el tratamiento de la prueba, negando que A. D. T., haya reconocido a A..

Asimismo, consideró dudosos los dichos del remisero P. quien recordaba con lujo de detalles un viaje efectuado cuatro meses antes -reconociendo al imputado-, denunciando como arbitraria la valoración efectuada del testimonio de V., en cuanto pretendió “robustecer” los dichos del remisero, y del agente de seguridad P.. 

f) Expresó que el reconocimiento efectuado por S., involucrando al quinto hombre tres meses después del hecho y en la quinta declaración, además de ser la única prueba que permitió a la acusación ubicar a A. dentro del Banco, resultó arbitraria.

g) Entre la prueba que acreditaba que A. se encontraba en la provincia de San Juan, computó la declaración del testigo M., junto con la carta por él suscripta incorporada por lectura, el “remito” de los vinos adquiridos y la declaración de S. S. M.. Igual consideración cabe para la evaluación del testimonio de P., quien dio certeza de haber visto a A. en la Fiesta de la Luna, relacionando esa fecha –que coincide con la del suceso investigado- con la de ingreso de A. al hotel del que el testigo es dueño. 

h) Por lo demás, cuestionó nuevamente la arbitrariedad en la denegatoria de recibir declaración a N., el otro dueño del hotel, que refirió la presencia del imputado en ese lugar, a lo que adicionó la errónea valoración del acta notarial acompañada, donde se reflejaban los dichos de N. y su recuerdo de la presencia del imputado en el hostel Lamaral. 

Solicitó entonces la absolución de su defendido.

i) En subsidio, encontró errónea la calificación otorgada al hecho, toda vez que no se pudo establecer la aptitud de las armas utilizadas.  

Advirtió que la prueba reunida dio cuenta de “una inocua tenencia de 4 a 6 minutos por parte del hombre de traje gris, en su espalda y por debajo del cinturón”, lo cual no puede configurar la acción de “utilizar” un arma  a la que alude el inciso 2), segundo párrafo, del artículo 166 del Código Penal, por lo que consideró atípica dicha conducta. 

Entendió que el robo y la privación ilegítima de la libertad no concursan en forma ideal, sino aparente, lo que así solicita se considere. 

Denunció a su vez que no corresponde adjudicarle a su defendido la portación de arma de guerra, pues no puede existir portación compartida con D. l. T..

Señaló que a su defendido siempre se le imputó el delito de tenencia de arma de guerra, aún en la acusación fiscal en la parte final del debate, por lo que existió una palmaria violación al principio de congruencia.

j) Denunció arbitraria imputación a su defendido del delito de encubrimiento de dos automóviles que se habrían utilizado en el evento, pues ello no pudo ser demostrado.

k) Por último denunció arbitrariedad en el monto de pena impuesto, entendiendo que el tribunal valoró doblemente circunstancias agravantes, soslayando el ejercicio por parte de los asaltantes de la menor violencia posible y el buen trato dispensado a las víctimas. 

A su vez entendió que el tribunal omitió referirse a las atenuantes solicitadas por la defensa respecto de A., lo cual constituye violación a una cuestión esencial, destacando que en forma arbitraria se le impuso una pena mayor que a los otros partícipes del hecho, sin que existan diferencias de consideración, por lo que solicitó la disminución del monto de pena impuesto. 

6) Radicadas las actuaciones en esta Sala con trámite común (fs. 705), y realizada la audiencia de informes (fs. 792/802), las partes presentaron memoriales manteniendo los agravios interpuestos.

Además, la defensa oficial – ante la renuncia del defensor particular de R. A. D. L. T., amplió fundamentos a fs. 960/964, agraviándose por errónea aplicación del artículo 50 del Código Penal, errónea calificación legal del artículo 167, inciso 2º, del Código Penal, y violación a los artículos 40 y 41 del mismo cuerpo legal.

9) Asimismo, se presentó el particular damnificado agregando memorial a fs. 849/856, explicando que los planteos sobre falta de razonabilidad del pronunciamiento impugnado sólo traslucen una simple discrepancia de criterios, por lo que no existió trasgresión de garantías constitucionales. 

En lo que atañe al grupo de planteos relativos a la incorrecta aplicación de la ley sustantiva, especialmente los referidos a la calificación legal, recordó que los extremos del tipo pueden ser probados con cualquier elemento, mediante las reglas de la sana crítica, no siendo una excepción a ello el contenido en el artículo 166, inciso 2º, del Código Penal. 

Así, sostuvo que la escopeta Browning, un mes después del robo, fue peritada y reconocida por el testigo S. como la empleada en el evento, por lo que, si conforme los dichos de éste y de D. T., el arma era apta para el disparo antes y después del robo, también debió haberlo sido en el momento del hecho, máxime cuando no se acreditó que haya sido reparada. 

Paralelamente, sostuvo que el arma que le fuera desapoderada a S. permaneció en poder de los captores hasta que éste accedió a retirarse del local, por lo que no es posible sostener que ella no fue utilizada en el evento. 

En lo que respecta a la incorporación de pruebas que se tachó de ilegítima, señaló que la ley ritual no distingue entre declaraciones presenciadas por la defensa o no, limitándose a exigir que por un motivo razonable el testigo no pueda presentarse al debate, explicando que esta última circunstancia no fue cuestionada por las defensas, quienes aceptaron que determinados testigos no pudieron ser ubicados, extremo que ahora las priva de perjuicio, amén de que no plantearon oportunamente la inconstitucionalidad del artículo 366 del rito. 

Sin perjuicio de estas consideraciones, el letrado se centró puntualmente en el recurso interpuesto a favor de A., y explicó respecto de los motivos de D. T. para declarar no pasan de ser meras especulaciones no acreditadas; que la declaración de P. no fue el único elemento valorado para incriminar a A.; que las acusaciones contra los relatos de S. y P. carecieron de sustento; que la fecha de emisión del recibo por la venta de vinos en la provincia de San Juan es del 23 de enero de 2006, por lo que carece de sentido que tal documento se haya emitido diez días después del correspondiente remito, y que la prueba requerida en forma suplementaria resultaba efectivamente, sobreabundante. 

Respecto del recurso interpuesto a favor de G. B., rememoró los elementos de prueba valorados en el veredicto, y subrayó la esencialidad de su aporte al hecho. 

De modo similar, en lo que atañe a Z., indicó que las declaraciones de G. y C. no fueron valoradas como elementos de cargo, y que su aporte al hecho devino esencial. 

En último término, respecto de D. l. T., señaló en primer lugar la dificultad para comprender el sentido del recurso. Pese a ello, sostuvo que los tres aparentes planteos de nulidad que se formularon (de la detención del encartado, de la declaración de D. T. y del reconocimiento de elementos incautados) fueron oportunamente tratados y rechazados, no habiendo agregado el impugnante ninguna nueva argumentación al respecto. 

Asimismo, explicó el letrado que el recurrente consideró improbada la calificante de banda de un modo insuficiente, al no explicar cómo en el caso sus elementos configuradores estuvieron ausentes. 

En virtud de lo expuesto, solicitó que al momento de resolver se rechacen los recursos interpuestos. 

10) La Fiscal Adjunta, a fs. 857/902, acompaña memorial complementario del informe producido en audiencia oral.

a) Así, y en relación al imputado D. L. T., destacó que debe rechazarse el planteo de nulidad y exclusión probatoria del testimonio de D. T., pues no se ha configurado conculcación a garantía constitucional alguna.

Señala que el controvertido testimonio no es la única prueba que lo incrimina.  

En otro orden, descarta cualquier trasgresión al artículo 262 del Código Procesal Penal, como así también la nulidad de la detención de D. l. T., pues existió “causa razonable” para tal proceder.

En relación a los planteos contra la calificación jurídica de robo con armas de fuego y en poblado y en banda, propugna su rechazo, pues quedó demostrado que algunas de las armas eran verdaderas y aptas, como así también la intervención de más de tres personas.
Sostiene que tampoco progresan los embates contra la calificación en los delitos contra la seguridad pública ni en el modo en que concurren con el robo.

Advierte, por otra parte, que no existe ausencia de motivación fáctica ni jurídica en los hechos calificados como encubrimiento.

Postula, por último, que la reincidencia impuesta a D. l. T., se encuentra acertadamente fundada en la cuestión quinta, al igual que el agravio referido a la denegatoria de la cesura de juicio. 

b) Entiende que el recurso interpuesto por la defensa de F. A. también debe ser rechazado. 

Ello pues la coautoría del mismo quedó perfectamente acreditada a través de la directa imputación de S., y el testimonio de P.. 

En otro orden, no se puede tildar de ilegal el reconocimiento efectuado por la testigo D. T. durante el debate. 

Propicia a su vez se desestime el cuestionamiento tendiente a restarle valor a los dichos del testigo P..     

En otro orden, encuentra razonable la denegatoria a incorporar prueba por lectura pues, más allá de no encontrarse acreditada la pertinencia de la producción de nueva prueba en los términos del artículo 363 del ritual, advierte que los impugnantes no demostraron el modo en que la denegatoria de la que peticionó en su oportunidad afectó su derecho de defensa en juicio. 

En cuanto a los agravios que cuestionan la calificación de los hechos, luego de remitirse a los que ya se contestaran respecto de D. L. T., advierte que el planteo dirigido a cuestionar la relación concursal entre el robo y la privación ilegal de la libertad deviene abstracto pues no tiene incidencia en la determinación de la escala penal.

Por lo demás, entiende que debe desestimarse la queja dirigida a cuestionar el delito de portación ilegal de arma de fuego de uso civil, pues no se afectó el principio de congruencia y se encuentran abastecidas las exigencias del tipo penal. 

Alega que el delito de encubrimiento ha sido acabadamente fundamentado pues A. conocía la procedencia ilícita de los rodados Ford Escort y Volkswagen Gol.

Por último, advierte fundadamente que deben ser desatendidos los agravios dirigidos a cuestionar la determinación de la pena impuesta.

c) En lo concerniente al recurso interpuesto por la defensa de Z., señala, en primer lugar que la exclusión probatoria pretendida por el recurrente no puede prosperar. Ello pues las declaraciones de G. y C. no fueron computadas a ningún efecto, siendo por lo demás que la posesión de la camioneta por parte del coimputado fue acreditada en el proceso mediante prueba independiente de aquella cuestionada. 

Luego de desestimar el agravio que pretende descalificar a la testigo D. T. por entender que la misma es un “testigo de oídas”, argumenta que el testimonio de la misma encuentra sustento en el resto de la prueba testimonial.

Por lo demás, la intervención activa de Z. en el robo y el rol cumplido en el plan delictivo, halla sustento en el indicio derivado de la requisa efectuada en la camioneta Ford Eco Sport.

Concluye, conforme la prueba valorada que analiza, que no se ha configurado violación alguna al principio “in dubio pro reo”.

En otro orden, entiende que tampoco procede el cambio de calificación y del grado de intervención que se le atribuyó al mismo. 

Advierte que tampoco encuentra quebrantadas las pautas de mensura estipuladas en los artículos 40 y 41 del Código Penal, solicitando en definitiva el rechazo del recurso.

d) En lo que se refiere al interpuesto por la defensa de G. B., solicitó su rechazo. 

En primer lugar, argumenta sobre las tareas de inteligencia previa y la prueba que acredita la relación con el coimputado F. A.. 

El allanamiento realizado en la causa y el indicio de posesión de elementos relacionados con la comisión del hecho, corroborado testimonialmente sumado al cotejo del dibujo hallado en la casa de G. B. y las placas fotográficas del dique incorporadas por lectura constituyen prueba de su coautoria. 

Advierte que tampoco se logró desacreditar el indicio que surge del acrecentamiento patrimonial y de la posesión de parte de la res furtiva por parte del coimputado. 

Solicita, en definitiva, el rechazo de los recursos interpuesto.

11) A fs. 708/vta. se tuvo por agregada la documentación que como elemento de prueba solicitara la defensa de G. B..
A fs. 1029/1031, acompaña desgrabaciones de conversaciones telefónicas, las que se tuvieron por incorporadas a fs. 1042/vta. y a fs. 1065/1068 peticiona se realice una comparación de voces en la Asesoría Pericial de La Plata, se soliciten los audios y grabaciones del juicio y se cite al Fiscal Gastón Garbus para que realice una pericia de voz. 
Finalmente, a fs. 1078 y ss., presenta informe técnico referido a la pileta de la calle Melo .… y la certificación de la firma del mismo ante escribano público.
Encontrándose la Sala en condiciones de dictar sentencia definitiva, se plantean y votan las siguientes, 

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es pertinente la prueba ofrecida?

Segunda: ¿Son procedentes los recursos interpuestos?

Tercera: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I O N 

A la primera cuestión el señor juez doctor Violini dijo:
Entiendo que el informe técnico referido a la pileta de la calle Melo …. y la certificación de la firma del mismo ante escribano público, no constituyen nueva prueba sino parte de la documental que sostiene el agravio del recurso presentado y, en ese carácter, corresponde tenerlas por incorporadas (artículos 451 y 459 del Código Procesal Penal).

Por el contrario, los pedidos de pericias, citaciones y grabaciones, sólo tienen por objeto acreditar la identidad de los interlocutores resultando irrelevantes a los efectos de la resolución de la presente.
Ello así dado que aún cuando dichas identidades se tuvieran por ciertas, la constancia de la desgrabación no permite tener por acreditada la veracidad de los dichos de la testigo con respecto a la denuncia que formula el letrado, erigiéndose tan sólo como un elemento más dentro del plexo probatorio que eventualmente será evaluado.
 Con ello queda incumplido el requisito de pertinencia y utilidad que exige el artículo 457 del Código Procesal Penal para la procedencia de la prueba en casación, por lo que debe rechazarse (artículos 210, 373, 448, 450, 457 y 459 del rito). 
Por lo que a la primera cuestión, VOTO POR LA NEGATIVA. 
A la primera cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:

Adhiero, por sus fundamentos, al voto del doctor Violini y también me pronuncio POR LA NEGATIVA.

A la primera cuestión el señor juez doctor Carral dijo: 

Adhiero, por sus fundamentos, al voto del doctor Violini y también me pronuncio por la negativa.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Violini dijo:

I.- 

La base fáctica traída a estudio refiere que “el día 13 de enero de 2.006, a las 12:38 hs. aproximadamente, de un grupo de al menos siete personas del sexo masculino que actuaban de manera organizada y con distribución de roles con miras a un objetivo común, cinco de ellas ingresaron a la Sucursal nº 207 del por entonces Banco Río, ubicada en la Avenida del Libertador, esquina Perú, de la localidad de Martínez, Partido de San Isidro, y mediante intimidación con armas de fuego, tratándose una de ellas de una escopeta marca Browning 2000, calibre 12, cargada y apta para el disparo, y que esgrimieron alternadamente en el tiempo dos de los activos sin contar con ello con la debida autorización legal para hacerlo, privaron ilegalmente a veintitrés personas de su libertad manteniéndolas como rehenes mientras forzaban con el uso de un elemento de percusión la cerradura de ciento cuarenta y cinco cajas de seguridad, sustrayendo su contenido; alzándose con una exorbitante suma dineraria compuesta por moneda nacional y divisas extranjeras (dólares y euros); como así también gran cantidad de objetos de valor y la suma de 300.000 pesos aproximadamente y 25.000 dólares estadounidenses que se hallaban en el tesoro de la entidad bancaria, procediendo durante el “iter criminis” los activos a despojar al custodio del banco de su arma reglamentaria, tipo pistola marca Browning, calibre 9 mm., con cargador y proyectiles intactos, usurpando así su tenencia por un tiempo de entre cuatro y seis minutos, para luego devolvérsela al momento de su liberación, ya sin su correspondiente carga, luego de lo cual, transcurrido un tiempo de al menos tres horas aproximadamente desde el copamiento de la entidad bancaria y ya en poder del botín, se dieron a la fuga a través de un boquete de aproximadamente 50 x 30 cm. y 1,80 m. de profundidad efectuado sobre la pared norte de la edificación que da a la calle Perú y que conducía a un túnel que había sido hecho por los activos y que bajaba y conectaba a su vez a un canal aliviador pluvial que circula por debajo de la calle Perú, y donde existía una suerte de dique de madera y metales que permitía mantener un caudal de agua para transportarse por el mismo y que había sido diseñado y construido por un sexto integrante de la banda, desplazándose a bordo de dos gomones por dicho canal pluvial hasta la calle Tres Sargentos de la localidad de Martínez, para luego, en su intersección con la calle Libertad, emerger hacia la superficie a través de una alcantarilla, siendo allí aguardados por un séptimo integrante de la gavilla en una camioneta marca Volkswagen tipo combi dominio WXH 182 de color blanca, a bordo de la cual huyeron del lugar”.
Los sentenciantes tuvieron por probado también que “a los fines de movilizarse hasta la entidad bancaria, al menos dos de los activos que ingresaron a la misma, adquirieron y/o recibieron a sabiendas de su procedencia ilícita dos automotores, uno de ellos marca Ford Escort dominio CHL-…, y el otro un VW Gol dominio EOV-…, siendo que el primero –con el cual accedieron al garaje del establecimiento- había sido sustraído con fecha 7 de enero de 2.006 en el ámbito territorial del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, registrando pedido de secuestro activo de fecha 07/01/2006, mientras que el segundo, incautado en las inmediaciones del banco, poseía pedido de secuestro activo de la Comisaría nº 18 de P.F.A. por el delito de Hurto de Automotor solicitado con fecha 06-01-2006”.
Por último, se tuvo por probado que “uno de los activos en el desapoderamiento ilegítimo enunciado, tenía bajo su poder de custodia, sin contar con la debida autorización legal para hacerlo, una pistola marca Bersa Thunder del calibre 380 serie nº 442331, la cual fuera secuestrada el día 19 de febrero de 2.006 en el marco del allanamiento practicado en el inmueble sito en la calle Salcedo … de la localidad de Wilde, y un revólver de calibre 22 largo marca Magnum serie Nro. EO16119, el cual fuera hallado en el interior del vehículo Hyundai Galloper dominio BWB-…, en el que circulaba al momento de su aprehensión en la intersección de las calles Catamarca y Galicia de la localidad de Avellaneda, Pcia. de Buenos Aires, situación que tuviera lugar en fecha 18 de febrero del año 2.006”.

II.-

El pedido de nulidad de la acusación fiscal efectuado por la defensa de Z. se encuentra infundado, dado que el recurrente se limita a denunciar que el acusador omitió describir la autoría y la responsabilidad del coimputado.
Empero, contra lo sostenido por el letrado, surge del acta de debate (fs. 229 vta., 230 vta., 288, 293 vta.), que la fiscalía distinguió claramente la secuencia previa al hecho y las tareas efectuadas, adjudicando puntualmente a Z. el rol de chofer de la banda, esto es la persona que esperaba afuera en la Traffic blanca para consumar la huída.

A lo expuesto cabe adunar que oportunamente la defensa argumentó respecto de cada uno de los puntos de la acusación, circunstancia que denota no sólo que ésta fue detallada y completa sino también que no se verificó el perjuicio constitucional alegado y, con ello, el motivo no progresa (artículos 18 de la Constitución Nacional; 201, 203, 210 272 y concordantes del Código Procesal Penal). 
III.-

El agravio por el que se peticiona la exclusión probatoria de los dichos de A. D. T. no puede ser atendido. 

En efecto, en lo sustancial, las defensas han señalado que la declaración de la testigo resulta írrita por varios motivos: ante todo, porque de acuerdo a lo relatado, resultaría cuanto menos encubridora del delito, y por ello se habría visto forzada a declarar contra sí misma; porque su testimonio sólo resultó “de oídas”; porque no existió cauce independiente de investigación, o porque sólo con sus dichos se procedió a detener a D. l. T.. 

Ahora bien, el carácter de “testimonio de oídas” no invalida la declaración del testigo, sino que sólo plantea un problema de eficacia probatoria, la que será analizada más adelante. 

Tampoco puede sostenerse que la detención de D. l. T. se materializó pura y exclusivamente con base en tal declaración, si previo a efectivizarse la aprehensión se realizaron otras medidas de prueba, como los allanamientos, que ampliaron el espectro probatorio. 

El tema más delicado resulta, quizás, el relativo al contenido de una declaración que fue prestada bajo juramento de decir verdad. 

Empero, no es posible soslayar que en su declaración de fs. 1509/1511 del principal, D. T. no realizó ninguna manifestación autoincriminante, limitándose a señalar la autoría de D. l. T. (prácticamente, con el carácter de una denuncia, al “tener noticias del hecho” en los términos del artículo 285 del rito), y a proporcionar algunos datos sobre la mecánica del suceso y las características de sus consortes de causa. 

Si es a partir de esta noticia que la investigación se encauzó hacia D. l. T., y se implementaron medidas tendientes a determinar la identidad del resto de las personas mencionadas, no encuentro que esa primera declaración, ni las medidas probatorias que derivaron directamente de ella, puedan tacharse de nulas o arbitrarias. 

Pero además, y como bien lo señala la Fiscal Adjunta, no puede perderse de vista que, conocida la identidad de la testigo en el curso del debate, ninguna de las defensas impugnó su relato, de lo que colijo que no resulta posible agraviarse ante esta sede de aquello que quedó consentido en origen, en virtud de la doctrina de los actos propios. 

Más importante aún, y como se señala en el libelo de la Fiscalía, no es posible soslayar que la garantía contra la autoincriminación rige, en casos como el presente, respecto de la persona que presta la declaración autoincriminante. 
O lo que es lo mismo, las garantías constitucionales que rigen el proceso penal impedirán valorar en contra de la testigo los dichos autoincriminatorios que ésta hubiera vertido en una declaración tomada bajo juramento de decir verdad, pero, respecto de terceros, tal declaración resulta formalmente válida, sin perjuicio de la valoración que corresponda hacer de su eficacia probatoria, atento el resto de los cuestionamientos planteados por los recurrentes. 

Así lo entendió también la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, al explicar que “En causa  47.386, sent. del 11-X-95 esta Corte resolvió, por mayoría de fundamentos, que la garantía constitucional de que "nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo" se refiere a no hacerlo en su perjuicio en causa propia, mas no excluye la calidad de testigo ni sus consecuentes responsabilidades legales en función de sus conveniencias personales” (citado en causa causa P. 44.644, "Pedulla, Oscar Alberto. Falso testimonio (art. 275, C.P.)", del 18-6-96).
En último término, las defensas sustraen de su agravio algunas circunstancias que denotan que, respecto del resto de los coimputados, existían cauces de investigación independientes. Así, por ejemplo, ya se había establecido en forma fehaciente la presencia de A. y G. B. en la entidad bancaria, mientras el primero obtenía fotografías del interior de las instalaciones (fs. 1261 y 1265 del principal); V. ya había sido sindicado como posible sospechoso atento la modalidad comisiva del hecho (fs. 958 y vta.); con respecto a G. B., la sospecha en su contra también había sido establecida a partir del análisis del entrecruzamiento de las comunicaciones telefónicas de las líneas, tal como surge de la declaración de D. G. de fs. 1584/1588 del principal y del informe de la Secretaría de Inteligencia del Estado que obra a fs. 1589/1590. Por último, y a mero título de ejemplo, la declaración del testigo de identidad reservada que involucra a Z. proviene, a estar al informe de fs. 3212/3214 y la declaración de fs.  3312, de la ciudad de Mar del Plata, por lo que la identidad del emisor no se corresponde con A. D. T.. 

En virtud de lo expuesto, entiendo que los planteos relativos a la validez del testimonio resultan insuficientes para provocar la casación del veredicto, y por ello, no progresan (artículos 18 de la Constitución Nacional; 210, 373, 448, 450, 451 y 459 del Código Procesal Penal).

IV.-
Los planteos nulificantes del defensor de D. l. T. no pueden prosperar.
En cuanto a la aprehensión, más allá de lo expuesto precedentemente, el planteo deviene infundado pues del informe de fs. 1690/1695 del principal, surge que D. l. T. y su acompañante subieron a una camioneta Pick Up y aceleraron “su marcha, transponiendo semáforos en rojo . . .” (por lo que) “. . . suponen que se dio cuenta del seguimiento y quiere fugarse” y, como consecuencia, se dispuso su interceptación y se lo aprehendió por razones de urgencia según el artículo 153 inciso 3º del Código Procesal Penal.

Iguales razones avalan el secuestro del arma y de otros efectos que tenía en su poder al momento de la aprehensión.

Por lo demás, a fs. 1775/1783, también del principal, el Juez de Garantías, previo pedido del fiscal, ordenó – entre otras medidas- la detención de D. l. T. y el allanamiento de varios domicilios con habilitación horaria, en día determinado y con enumeración de los efectos a secuestrar, fundado en el segundo párrafo artículo 220 del Código Procesal Penal.
El impugnante no se hace cargo de estas razones limitándose a denunciar circunstancias reñidas con las constancias de la causa sin demostrar el error o la arbitrariedad de las medidas tomadas y, por ello, no habiendo acreditado perjuicio alguno los agravios son improcedentes.
Igual decisión corresponde tomar respecto del reconocimiento de cosas, dado que el agravio resulta de imposible respuesta pues no se explican ni identifican los momentos procesales, objetos y personas que habrían efectuado el acto o actos que se afirman viciados.
Más aún, en virtud de lo dispuesto por los artículos 204 y 205 del Código Procesal Penal el mismo resulta extemporáneo respecto de las diligencias llevadas a cabo durante la investigación preliminar y, por el 206 del mismo cuerpo, fueron saneados.

Asimismo, en el debate fue posible con aplicación de lo dispuesto por el artículo 360, última parte, del Código Procesal Penal, interrogar a los testigos sobre las diligencias llevadas a cabo y exhibirles las cosas.

Y, cabe destacar al respecto ante la queja de la defensa, que durante el debate los señalamientos tanto de cosas como de personas forman parte de la declaración testimonial y, por lo tanto, no constituyen medios de prueba independientes de ella.
Por lo expuesto, el agravio es insuficiente (artículos 18 de la Constitución nacional; 153 inciso 3º, 204, 205, 206, 220, segundo párrafo, 210, 373, 360 del Código Procesal Penal).

V.-

Lleva razón la defensa de Z. cuando afirma que los testimonios de E. S. G. y G. I. C. no pueden ser tenidos en cuenta pues en contra lo sostenido por los acusadores ambos aparecen valorados a fs. 425/426 vta., de la causa nº 44682.

Empero, si ambas testigos han sido imputadas en orden al delito de falso testimonio (fs. 8437 del principal), porque se sospecha mendacidad en sus afirmaciones relativas a la posesión (en forma previa al hecho), por parte de Z., de la camioneta Volskwagen blanca (la única circunstancia por las que se las citó a declarar), es evidente que los relatos,  pierden credibilidad.

En efecto, G. dio descripciones diferentes de la camioneta que dijera haber visto, y en cuanto a C., manifestó en el debate “no” haber visto el vehículo en cuestión, para luego rectificar sus dichos. 
En este sentido, entonces, no es posible sólo rescatar las “versiones” que se consideran “creíbles”, adelantando juicios de verdad que en rigor aún no están establecidos, y utilizarlos para validar la tesis acusatoria.

En consecuencia, el agravio procede (artículos 210 y 373 del rito). 
VI.-

A mi entender, no corresponde desestimar los dichos de D. T. y S.con base en una presunta coacción. 

En relación a la segunda, porque pese a lo sostenido por algunos de los recurrentes, su testimonio no aparece valorado en el veredicto, por lo que en consecuencia, careciendo de incidencia en la resolución de la causa cualquier decisión que se tome a su respecto, el agravio deviene inatinente. 

En lo que atañe a la declaración de A. D. T. que obra a fs. 5718/5723 del principal, prestada ante escribano público, cabe mencionar en primer lugar que su valor convictivo resulta relativo, dado que el funcionario sólo da fe de la identidad de la persona que declara ante su presencia y de lo narrado por ésta, más no de la veracidad de lo afirmado, amén de señalar que tal declaración se encuentra injurada, por lo que ni siquiera se puede pregonar a su respecto una presunción de veracidad.

Por otro lado, surge de fs. 5718 que la declarante “fue el día jueves 9 de febrero del corriente año a manifestarle al fiscal sus sospechas en la causa del robo al Banco Río (la cursiva me pertenece). De dicha declaración, además, surge que el temor de la testigo era perder su vivienda, y por ello el Poder Ejecutivo Provincial, se afirma, le proveería una; el temor hacia el imputado que había “destrozado” un departamento (siendo obviamente, que si tal extremo no se denuncia resulta imposible proceder a la aprehensión del presunto culpable) e, insisto, su temor “por la seguridad de su familia … ya que él se encontraba en libertad” (fs. 5720). Tras la realización de varias diligencias y de contratar a un abogado, la testigo mencionó que un miembro del Poder Ejecutivo Provincial le realizó una oferta de trabajo para su hijo y su yerno, como asimismo se la puso en conocimiento de la existencia de una recompensa ofrecida en la presente causa, quedando en claro que dicho dinero nunca fue cobrado, pese a sus reclamos, señalando que el abogado “le cambió la versión del compromiso dinerario” (fs. 5721). 

Se observa también, a lo largo de esa declaración que -repito, no fue prestada bajo juramento de decir verdad- si bien D. T. explicó que los fiscales y la autoridad realizaban maniobras de direccionamiento de su testimonio, en definitiva la dicente no menciona si incriminó falsamente a una persona, y en todo caso, a quién. 

En resumen, de la declaración aportada surge que la testigo se puso voluntariamente en contacto con la fiscalía, a efectos de manifestar sus “sospechas” sobre el hecho, y a lo largo de su declaración, nunca mencionó cuáles en definitiva, eran estas sospechas, ni cómo ella tenía conocimiento del hecho; asimismo, efectuó una denuncia puntual en cuanto a la conducta de la autoridad, pero sin especificar quiénes habrían sido los reales o potenciales perjudicados por las acciones irregulares, y relata cómo se habría asumido un compromiso económico en su beneficio que nunca fue cumplido, extremo que obviamente no resulta por sí mismo indicativo de coacción.

Pero hay más. De las desgrabaciones aportadas a fs. 1006/1025 por el doctor Arenas (causa Nº 44560), surge que éstas se encuentran dividas en dos tramos. Aún entendiendo que la voz masculina corresponde al fiscal de juicio, queda claro que en cada tramo de la conversación participaron dos mujeres distintas, pues a fs. 1009 se alude a una “nueva voz femenina”, y pese a ello, en los dos tramos se denomina a la propietaria de dicha voz como “A.”. He aquí una inconsistencia que el letrado no ha podido clarificar, y que por cierto le resta credibilidad a la desgrabación. 

A lo expuesto agrego que, de todos modos, no se observa a lo largo de toda la conversación que el fiscal haya presionado o coaccionado a la testigo; más aún, le aclara que “no le sirve” de nada que mienta. A este respecto, cabe señalar que las dos líneas que subraya el letrado como indicativas de corrupción por parte del fiscal rescatadas aisladamente, parecen estar aludiendo, por un lado, a un reconocimiento practicado en la sala de audiencias que “salió bien”, y, por el otro, no existe ninguna información que permita inferir qué es lo que se entendía que debía “romperse”, por lo que no corresponde derivar conclusiones anfibológicas de tal mínima expresión.

Pese a mantener su denuncia inicial relativa a que su testimonio intentó ser dirigido, quizás lo más importante es, como dijera, que no se observa presión alguna en la declaración de la interlocutora en esta conversación, quien incluso bromeó con el fiscal manifestando que “le parecía” reconocer a “B.” (esto es, D. l. T.), escuchándose risas.  
En lo sustancial, reiteró la incriminación a su concubino y a Z., la manifestación de haber visto a “F.” en su casa, la ajenidad de “G.” en el hecho, agregando que en la vivienda quedó una peluca rubia, no sabiendo la testigo por qué la autoridad policial no la incautó, y reiterando que no conocía a G. B..

Vale decir, que nuevamente aquí D. T. no especifica a qué persona habría incriminado falsamente, y en un relato que la desgrabación permite apreciar como plenamente libre, mantiene los cargos vertidos precedentemente contra los coimputados.

Esta situación, finalmente, se reiteró en el curso del debate, donde D. T. brindó una versión homogénea con las anteriores, no manifestando de “motu propio” ninguna queja o denuncia contra el accionar de la autoridad. Más aún, al serle expresamente preguntado si había sido “presionada” (fs. 8059 del principal), expresó que se sintió “desesperada y sin apoyo”, mas, atento a lo relatado ante el escribano público, difícil es saber si tal situación de desesperación obedecía a las conductas agresivas adjudicadas a D. L. T. y a los acuerdos económicos con representantes del Poder Ejecutivo que ella afirma incumplidos, o a una eventual “presión” que no aparece respaldada, por el momento, más que en sus dichos, por lo que no es posible derivar de sus frases que su relato no haya sido prestado libremente. 

La suma de elementos y circunstancias así reseñados me llevan a concluir que no existe mérito suficiente como para descartar, de plano, la versión de D. T., que en todo caso, deberá ser confrontada con el resto del material probatorio colectado en autos a efectos de determinar su capacidad convictiva y, por ello, el agravio planteado a este respecto no progresa (artículos 18 de la Constitución Nacional; 210, 373,0 448, 450, 451 y 459 del Código Procesal Penal).

VII.-
A los fines de acreditar la aptitud de las armas empleadas en el desapoderamiento, más allá de las réplicas dejadas en el lugar, el juzgador acudió a la prueba testimonial rendida en el debate. 

Así, Antonio Fernández Massa declaró que la persona que lo agarró tenía un arma en la mano, plateada, movió la corredera de la misma y cayó una munición al piso (fs. 355vta./356 vta.).

A su vez, G. D. P., en el reconocimiento fotográfico obrante a fs. 3552 del principal, expresó que D. l. T. era muy parecido a quien viera con una pistola 9 mm y una escopeta. Manifestó también que el sujeto que vestía un delantal sacó un arma, una pistola de lustre blanco cromada 9 mm o similar, que le puso en la cabeza y que sintió el frío del metal en la sien, por lo que consideró que no era de juguete. Que también pudo observar que el mismo sujeto traía en su espalda un bolsito donde portaba una escopeta que en su opinión era de verdad porque en un momento se cayó al piso y “es como cuando cae un hierro al piso, no es lo mismo, no era de plástico”. Cuando se le exhibió la pistola secuestrada en la audiencia del debate expresó que era el mismo lustre blanco, cromada o plateada “era un arma de esas características, en ese momento era más plateada, tenía más brillo”. Después se le señaló al testigo una parte del arma donde no estaba gastada, e indicó que era de ese color (fs. 78 vta./79 vta. y 365/366).

Por su parte, J. L. F. declaró haber visto una pistola plateada cuando el sujeto que vestía un traje gris la extrajo del saco, aclarando que le pareció que era verdadera por el sonido producido al ser golpeada contra un acrílico, percibiendo su dureza, y de tal percepción infirió que no se trataba de una réplica, aludiendo también a un segundo sujeto que llevaba colgada una escopeta (fs. 360/361 vta.).

M. H. I. narró que le pusieron un arma en la cabeza, aclarando que para él era de verdad pues era de metal. Manifestó que apuntaron también a su compañera y que le dijeron al policía que si no salía del bunker los mataban. Señaló a su vez que en otro momento los delincuentes manifestaron “cúbranse porque van a haber disparos” (fs. 361 vta./363).

M. A. M. relató que cuando iba a salir del banco ingresó una persona con una pistola plateada llevando al custodio del cuello. Expresó también que se produjo una crisis cuando llegaron más efectivos policiales al lugar, escuchando que uno de los delincuentes señalaba que se estaban trepando por la pared de al lado y luego que estaban en el techo, por lo que manifestó algo así como que les iba a tirar, notándoselo muy nervioso. Explicó finalmente que ante ello, un segundo delincuente expresó: “éste está loco, va a empezar a los tiros” o “éste está descontrolado va a empezar a tirar” (fs. 39 vta. y 363/364).
Por su parte, W. O. S. dijo que uno de los delincuentes tomó a la señora R. y le puso en la cabeza una pistola de última generación, medio niquelada, y que de acuerdo a la forma era de calibre 40, que gatilló. Señaló también haber observado a un sujeto de guardapolvo con una escopeta con la cual lo increpó.

Relató que un hombre de traje gris se apoderó de su arma y luego de unos minutos se la devolvió, previo sacarle el cargador, tras lo cual el testigo fue liberado.
Es importante destacar que S. manifestó ser instructor de tiro desde el año 1993, demostrando en la audiencia de debate su conocimiento específico del tema (fs. 126 vta./127 y 129/vta.). En función de ello, pudo asegurar que esas armas eran reales, recordando que en una oportunidad concurrió a un reconocimiento, logrando identificar a la escopeta, la cual era una Browning 2000, señalando como particularidad especial “que el culatín estaba roto y sobresalía un pedacito de hierro que era el que sostenía el culatín”. Respecto del acto de reconocimiento describió que en la fiscalía le exhibieron varias escopetas -cinco o seis- reconociendo a la ya descripta (fs. 366/368).

La mencionada M. E. R. manifestó haber visto a uno de los asaltantes que estaba parado con una cliente de rehén, apuntándola con un arma, como así también a un segundo agresor con un chaleco de cazador o pescador y pantalón pampero, con una cola de caballo larga, que llevaba consigo una mochila o bolso en la espalda con un arma muy larga. Una vez en el bunker los delincuentes le decían a W. S. que si no salía la iban a matar, mientras le apoyaban un arma fría y pesada en su cabeza, coincidiendo con aquél en la forma en que le quitaron y le devolvieron el arma. Finalmente, uno de los delincuentes le manifestó que se iban a ir por el garaje y que iba a haber tiroteo con la policía (fs. 368/370).
S. M. C., R. C., M. D. B., P. G. K., S. J. S., A. L. D. y G. J. M. también refirieron haber visto armas en poder de los sujetos que ingresaran al banco.
Finalmente, A. D. T. – erróneamente citada como M.-, describió las armas de fuego que estaban en poder de D. l. T. y que fueron las utilizadas en el robo.

Así, se refirió a la escopeta marca Browning, calibre 12, explicando que “le faltaba la parte de atrás, estaba redondeada, no tenía el mango como tienen las escopetas, era una escopeta que se cargaba con cartuchos y que caían bolitas de hierro, lo sé porque se le escapó un tiro con esa arma, dije que puede ser de dos caños”.
Asimismo, rememoró que D. l. T. guardó la escopeta en el porta skate de su hijo, circunstancia que advirtió en Crónica TV cuando lo reconoció y observó que lo llevaba colgado. 
Relató que el nombrado se había llevado también un revólver de color plateado y pistolas. Asimismo, tomó unas de plástico de su hijo “para decir que dejaba esas ahí”.
Exhibidas las cuatro armas de fuego secuestradas en autos y dos de juguete de su hijo, las reconoció, brindando en ese acto una descripción circunstanciada de las mismas (fs. 60 vta./61 y 396/397).
Completando el plexo probatorio, el “a quo” valoró la pericia balística realizada durante la audiencia de debate por aplicación del artículo 363 del Código Procesal Penal, que dio cuenta de la aptitud para el disparo del arma de fuego del policía S. (fs. 130, 132 y 1845 vta.), y la concretada a fs. 3354/3356 del principal, que dictaminó la aptitud para el disparo de la escopeta Browning F.N. Belga, serie 070.737 que no posee culata. 
Con estos elementos, el tribunal derivó que en la emergencia se utilizaron armas aptas y cargadas, dado que de lo contrario, el intercambio de palabras escuchado por M. carecería de sentido, a lo que agregó que si la escopeta marca Browning era apta en forma previa y posterior al hecho, lógicamente debe derivarse que también lo era en la etapa intermedia, es decir, en el momento en que se cometió el delito. 
Por este carril, subrayó el juzgador que carecería de sentido suponer que un delito tan minuciosamente planeado hasta en sus mínimos recaudos, pudiera ejecutarse sin contar con armas de poder ofensivo real, a efectos de hacer frente a eventuales imprevistos;  añadió que uno de los sospechosos fue hallado, escaso tiempo después del hecho, en posesión de un arma de fuego, de lo que concluyó que no resulta razonable suponer que quien se maneja en su vida diaria munido de un arma de fuego, emprenda tamaña empresa criminal con una simple réplica. 

Finalmente, el tribunal consideró que, aunque por escaso tiempo, los activos dispusieron también del arma de S..

No comparto este último razonamiento, puesto que la posesión del arma del custodio sólo se materializó por unos instantes, los que insumieron proceder a su descarga, por lo que resultó efímera a tal punto que no tuvo incidencia alguna en la ejecución del hecho, ni desde un punto de vista objetivo, ni desde la subjetividad de los coautores. Tal como se ha tenido por probado el hecho, surge evidente que nunca existió la intención de reforzar la intimidación o utilizar esa arma, y por ello, no puede pregonarse que el simple contacto con el adminículo para descargarlo configure una circunstancia acreditativa de la figura calificada. 

Por el contrario, y más allá del resto de las argumentaciones brindadas por el tribunal, rescato que el cúmulo de declaraciones testimoniales recabadas, sumadas a las explicaciones brindadas por D. T. y las conclusiones del peritaje balístico, permiten inferir legítimamente que –al menos- la escopeta marca Browning empleada en el evento era apta para el disparo, y se encontraba cargada, y basta con ello para tener por configurado el tipo agravado del artículo 166 inciso 2º, segundo párrafo del Código Penal.
 Es que si ésta presentaba características particulares, que la tornaban identificable entre otras de la misma especie, y fue reconocida por algunas de las víctimas, no caben dudas acerca de su empleo en el robo. Paralelamente, si el arma reconocida resultó apta para el disparo y estaba cargada con posterioridad al hecho, y se ha establecido testimonialmente que la misma también se la conservaba cargada en forma previa, deviene legítima en mi opinión la inferencia de que la escopeta se encontraba en iguales condiciones al momento del robo.
 De tal manera, se encuentra debidamente acreditado que el ilícito se cometió con armas de fuego (artículos 210 y 373 del Código Procesal Penal).

VIII.-

1. Resueltas las nulidades planteadas, la defensa del imputado R. A. D. l. T., cuestiona la veracidad de lo declarado por A. D. T..

Declaró la nombrada que D. l. T. le dijo que estuviera atenta a la televisión porque se iba a armar un lío bárbaro. Más tarde, observando las imágenes que la televisión transmitía en vivo del suceso, lo reconoció por la ropa que vestía y porque colgaba de su hombro la funda correspondiente al skate de su hijo en la que supo que llevaba una escopeta que habían ido a buscar a Villa Zabaleta y con la que, jugando, se le había escapado un disparo. Agregó que, durante el mismo día del hecho cuando aún había rehenes en el banco, D. l. T. la llamó por teléfono para decirle que todo estaba bien.

Contó que luego del robo, D. l. T. llegó a la casa con un bolso que contenía mucho dinero húmedo que secaron en el horno y que, con posterioridad, observó joyas que él había llevado a la casa de Wilde.

Explicó que guardaron seiscientos mil dólares en la heladera, que en la casa de él había más dinero que luego D. l. T. llevó en bolsos a lo de su hijo G. a quien le hizo creer que contenían ropa.

Narró que el mismo D. l. T. con entusiasmo, le explicó que habían entrado por un túnel, que había alcantarillas, que habían realizado durante un año, embarrados y mojados, un trabajo de hormiga para que no sonaran las alarmas, y que lo habían acompañado personas de su amistad.

En ese aspecto, señaló que mencionó a un tal M., a C. que era M., a un par de personas de San Isidro que conocían la zona y el banco. Dijo que D. l. T. le habló de un tal F. y que había otro a quien le decían P. y que, como no pasaba por el agujero, se había quedado arriba y era el chofer.

Refirió que el imputado le dijo que habían acondicionado una camioneta blanca Volkswagen que habían tenido durante mucho tiempo en la calle Rincón.

En la audiencia de debate, reconoció entre las armas secuestradas algunas auténticas como pertenecientes a D. l. T. y otras de juguete, pertenecientes a su hijo D., y que el nombrado había llevado para dejarlas en el Banco.

Destacó el tribunal que este relato, también cuestionado por las otras partes, fue corroborado por otros elementos de prueba.

Así, tomó en cuenta, en primer lugar, el contenido de las cartas que D. l. T. le enviara a D. T. desde su lugar de detención de cuyos párrafos se infiere que admite haber participado en el robo y que, exhibidas que le fueron en la audiencia, él mismo las reconoció como de su autoría.

En segundo término, valoró el tribunal la identificación de D. l. T. como uno de los autores del hecho realizada por el testigo M. A. M. en la audiencia de debate, precisando que vestía una camisa blanca y tenía colocado un peluquín, agregando durante el interrogatorio que ya lo había reconocido en dos oportunidades al verlo por televisión, circunstancia que refirió a sus familiares.

Por su parte, el testigo G. D. Pr. dijo, en referencia a la misma persona, que vestía una camisa o guardapolvo blanco, chomba amarilla y pantalón beige y que, de los que vio ingresar en aquella ocasión al banco, era el segundo al mando, que discutía con quien vestía traje gris y que tenía una 9 mm, una escopeta y una granada verde.

Asimismo, W. O. S. dijo que tanto en el reconocimiento de personas por fotografías que realizara durante la investigación preliminar como así también en la televisión, reconoció a D. l. T. como la persona que vestía guardapolvo blanco y tenía una escopeta.

También destacaron los jueces que varios testigos hicieron referencia a que fueron los mismos autores del robo quienes se pusieron en contacto con los medios para darle publicidad al acontecimiento, corroborándose la mención que hiciera D. T. respecto a que D. l. T. le dijo que estuviera atenta a la televisión.

Verifica la referencia que hiciera la testigo sobre que D. l. T. dio el dinero sustraído o parte de él a su hijo G. el allanamiento llevado a cabo en el domicilio sito en Portela .. de Capital Federal, en el que se secuestraron dólares, euros, joyas, armas -entre las que se encontraba una escopeta sin culata y armas cortas-, una peluca rubia y documentación correspondiente a una camioneta Galloper y a un rodado Gol, destacándose que llamó la atención de los funcionarios policiales que intervinieron en la diligencia que los billetes estaban como mojados o con olor a humedad.

Justamente, los jueces relacionaron la humedad de los billetes con la modalidad del robo. Es decir, mediante la utilización como vía del canal de desagüe pluvial.

Se suma a ello la identificación de varios damnificados – entre los que se mencionan a R. M. P., A. E. E., E. V.-, que reconocieron como propias algunas de las joyas secuestradas en el domicilio. 

Finalmente y respecto de esta diligencia, se destacó el secuestro de la escopeta Browning 2000, luego reconocida por S. como la que portaba D. l. T. durante el robo. La misma que D. T. describiera según se referenció arriba y que reconociera también en la audiencia.

De los restantes secuestros realizados, destacó el tribunal los guardapolvos de adulto similares al utilizado por el imputado durante el robo, hallados en el domicilio de la calle Rincón … de la ciudad de Buenos Aires correspondiente a R. D. l. T. y los guantes de hilo y de látex, la mascarilla nasal y bucal y una lámpara del tipo minería hallada en el domicilio de la calle Salcedo …. de Wilde, también correspondiente al nombrado, elementos compatibles con los trabajos subterráneos realizados en el canal pluvial.

Se ha corroborado también que fue D. l. T. quien adquirió la furgoneta Volkswagen, modelo 1983, utilizada en el hecho.

En efecto, F. C. B. dijo haber vendido su camioneta el 9 de septiembre de 2005 a dos personas de sexo masculino, por la suma de $ 2.800 (dos mil ochocientos) en efectivo y dos cuotas de $ 350.- (trescientos cincuenta). Refirió que encontró a una de esas personas muy parecida a la que vio por televisión dando una nota por el robo al Banco Río.

Relató que el comprador se presentó como A. C. V. exhibiendo un documento con ese nombre, en el que constaba como domicilio Rincón nº … de Capital Federal, datos que constaron en el boleto de compraventa correspondiente.

Esta circunstancia cobra relevancia al relacionarla con las declaraciones de V. R. B., S. S. L., L. S. y M. C. H..

Estas testigos, vecinas de D. l. T. en el domicilio de la calle Salcedo …., refirieron haber visto una camioneta de similares características sobre la que trabajaban varios hombres, como así también un gomón chico estacionado a mitad de cuadra, enganchado al Gol verde, y una moto de agua.

Se destaca también el incidente ocurrido a raíz de un llamado al 911 efectuado por la vecina B., ante la presencia de una camioneta gris con tres hombres en su interior que permaneció durante una hora aproximadamente, alrededor de las tres de la tarde y que, cuando un efectivo policial los estaba identificando llegó D. l. T., refiriendo los hombres que ésa era la persona a la que estaban esperando.

De tal manera y como bien fundaron los jueces, lo declarado por A. D. T. fue corroborado por otros elementos de prueba, circunstancia que le otorgó veracidad a sus dichos.

Y, en consecuencia, el veredicto ha cumplido acabadamente con el requisito de fundamentación destacado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en tanto determinó que “lo único no revisable es lo que surja directa y únicamente de la  inmediación” y que el testimonio será controlable por la constancia en el acta con excepción de la impresión que causaron al Tribunal pero éste “debe dar cuenta circunstanciada si pretende que se la tenga como elemento fundante válido” (considerando 24 y 25 en C.1757. XL RECURSO DE HECHO Casal, Matías Eugenio y otro s/robo simple en grado de tentativa – Causa nº 1681 –, del 20 de septiembre de 2005), en consonancia con los artículos 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, 210, 233, 371 y 373 del Código Procesal Penal.

Finalmente, a pocos días del robo en trato, el 10 de febrero de 2006, D. l. T. adquirió una finca ubicada en la calle Beaucheff nº …. de Capital Federal por la suma de cuarenta mil dólares como así también una camioneta Hyundai Galloper por la que pagó un importe de treinta y cinco mil pesos.

Compras que no se correspondían con la situación patrimonial de D. l. T. antes del robo.

En consecuencia, entiendo que la intervención de D. l. T. en el robo se encuentra debidamente acreditada en tanto la prueba reunida lo ubica en tres momentos relacionados con el robo de la Sucursal del Banco Río de Acassuso.

Antes del hecho, en la realización de actos preparatorios consistentes en la adquisición de la camioneta Volkswagen y su acondicionamiento, como así también la constatación de haber tenido un gomón con motor y haber realizado trabajos en el desagüe pluvial.

Durante el robo, en la activa intervención que tuvo desde el ingreso a la Sucursal privando de la libertad a clientes, empleados y personal de seguridad, mediante el uso de armas de fuego y el concomitante apoderamiento de distintos valores.

Y con posterioridad al hecho, en posesión de algunas de las joyas robadas, algunas de las armas utilizadas en el robo e invirtiendo parte del dinero sustraído (artículos 210 y 373 del Código Procesal Penal).

2) En relación a la tenencia de la escopeta Browning 2000 utilizada en el robo y su identificación con la  secuestrada, ya he tratado en los apartados anteriores que la misma no sólo fue identificada por Alicia D. T. en el juicio, sino también por el testigo S. que la identificó en diligencia de reconocimiento de cosas durante la investigación preliminar, realizada según el artículo 262 del Código Procesal Penal y con presencia de la defensa de D. l. T. (fs. 3563 del principal), por lo que, en consecuencia, el agravio no progresa. 

3) El planteo relativo a que no se evacuaron citas es tardío y se encuentra infundado, porque pudo solicitar las medidas que consideraba útiles mediante el procedimiento previsto en el artículo 334 o en la audiencia del 338, ambos del Código Procesal Penal, y para que se llevaran a cabo, según la índole de la prueba, como instrucción suplementaria o en la audiencia de debate.

Por otra parte, si se refiere a la declaración que hizo su defendido en el juicio, entonces la carga de la prueba corresponde a la defensa en virtud de dispuesto por el artículo 367 del Código Procesal Penal.

Lo mismo corresponde decir respecto del mismo agravio que trae la defensa de G. B.. 
4) Cuestiona la defensa que se devolvieron los objetos robados sin participación de su parte y no se verificó que se realizaran los pagos indemnizatorios. A este respecto, no se verifica agravio, y durante el juicio declararon varios damnificados que dieron cuenta de las cosas que recuperaron y del acuerdo arribado con el banco, el que les exhibieron en la audiencia y lo reconocieron. Ese fue el caso de los testigos L. y Ll. según surge de la copia del acta de debate a fs. 162 y 168 vta. (del recurso de G. B.).

5) Resuelta la nulidad de su aprehensión, quedó sin discusión la tenencia y portación de las armas secuestradas durante la misma (Bersa 380 y Magnum, respectivamente).

Sin embargo, los jueces cambiaron la calificación de tenencia ilegal de arma de guerra respecto de la escopeta Browning 2000 propuesta por la acusación pues consideraron que se trataba de portación, según los términos del artículo 189 bis, inciso segundo, cuarto párrafo, del Código Penal.

Al respecto, tengo dicho que la mutación en la calificación legal no conlleva en sí misma violación al principio de congruencia cuando se sostiene en los mismos elementos de prueba discutidos en juicio, en una materialidad no resistida y no causa perjuicio a la parte al no modificar "in pejus" la escala penal por la que el encartado fuera acusado y sobre la cual ejerciera su derecho de defensa (JUBA, Causa nº 27971, RSD 826-9 S 3-11-2009).

Situación que se verifica en la presente, pues la pena determinada por el tribunal es menor a la que solicitara el fiscal. Así lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en una doctrina que ha mantenido en forma homogénea, y conforme la cual, “La distinta calificación de los hechos no compromete la garantía constitucional de la defensa en juicio ... a condición de que el resultado no sea la agravación de la pena impuesta cuando ... no ha mediado recurso acusatorio” (conf. CSJN, causa “Ferraro, Vicente”, sentencia del 27 de julio de 1976, Fallos 295:400; en igual sentido, CSJN, O. 136 XXXVII, “Olmos, José Horacio y otro, s/ estafa”, del 9 de mayo de 2006, Fallos 329: 1447; E. 297 XXXIX, "Recurso de Hecho. Escudero, Maximiliano Daniel, s/ robo calificado”, causa 39-88, del 10 de abril de 2007).

Si, en consecuencia, la lesión a garantías de rango superior se produce cuando se agrava la situación del justiciable, y tal agravamiento sólo puede darse cuando la decisión del tribunal altera o modifica el monto de pena a imponerse, entonces es en base a dicha construcción que debe razonarse.

IX.- 
En lo que respecta a la situación del coimputado Z., el agravio por el que se cuestiona la valoración probatoria efectuada en la sentencia resulta improcedente.

Es que básicamente, el recurrente “reinterpreta” la prueba rendida, insistiendo en la inteligencia que resulta favorable a su tesis, pero sin hacerse cargo de las razones dadas por el tribunal para resolver como lo hizo. 

Así, por ejemplo, y contra lo sostenido en el recurso, a fs. 8048 vta. del principal, se dejó expresa constancia de que el aquí imputado y R. D. l. T. se conocían previamente, y a fs. 8057 vta., A. D. T. específicamente aludió a Z. por el apodo de “P.”, extremo recogido por el sentenciante a fs. 8408 vta. 

Más allá de lo expuesto al tratar la validez de esta declaración, no comparto con la defensa en que los dichos de A. D. T. deban censurarse por tener una manifiesta enemistad con el resto de los imputados. 

Ello así, porque la testigo afirmó desconocerlos, y en todo caso, no se observa por qué ello habría de influir en la imputación dirigida a Z., máxime cuando, respecto de éste, manifestó que con el mismo la unía una relación de amistad (fs. 8058 vta.).

Por este carril, no encuentro la relevancia que debería tener el cuestionamiento efectuado en el recurso, relativo a que no existiría prueba que acredite que los agresores se dieron a la fuga a través de la alcantarilla de las calles Tres Sargentos y Libertad.

Ello así, toda vez que, más allá de los argumentos dados por el sentenciante a este respecto, nada obsta a que los autores hayan previsto más de una vía de escape y de acceso a la vía pública, en forma inmediatamente previa a ascender a la camioneta, con la que perfeccionaron la fuga y consumaron el robo, extremo a mi entender acreditado a partir del hecho de que los automotores con los que llegaron a la entidad bancaria fueron abandonados en el lugar. 

Ahora bien, sentadas estas primeras precisiones, cabe consignar, como se dijera anteriormente, que es un testimonio de identidad reservada, recepcionado en Mar del Plata (a fs. 3312), el que proporciona una imputación detallada, dando cuenta del nombre completo del encartado y señalando que con el producto del robo, éste habría comprado un local en Lavalle y Florida (Capital Federal), y una camioneta Ecosport. 

Enderezada la investigación a partir de este dato, el sentenciante valoró en primer lugar que la camioneta utilizada en el evento fue incendiada en cercanías del domicilio del imputado, en un lugar que, a estar a los dichos de A. A. y J. R., resulta ser un descampado. 

No debe perderse de vista aquí, que ha quedado acreditado que dicha camioneta fue acondicionada para permitir el ingreso y egreso de cosas o personas mediante un hueco producido en el piso de la misma, y que conforme los dichos de D. T., era Z. el encargado de conducirla, dado que atento su talla corporal, no podía desplazarse dentro del túnel construido para huir de la entidad bancaria. 

La defensa afirmó que no existía prueba en autos que relacionara a dicho vehículo con su pupilo, detenido el día anterior a que éste apareciera quemado. 

De todos modos, ello no impide considerar dicha circunstancia en carácter de indicio, el cual se refuerza, y gravemente, con las constancias de la requisa practicada el día anterior al hallazgo de la camioneta. 

En efecto, al momento de llevarse a cabo la requisa, dentro del vehículo en el que se desplazaba Z. se incautó la cédula verde de la mencionada camioneta blanca, a nombre de F. B.. 

A este respecto, y si bien es verdad que en el curso del debate el testigo de actuación C. G. negó haber visto que extrajeran nada del vehículo, paralelamente reconoció su firma en el acta y ratificó el contenido de la misma a fs. 3383 del principal; por su parte, A. M. ratificó en un todo las constancias del acta de aprehensión y secuestro (fs. 3362/3363 del principal) tras haberle sido leída el acta respectiva, por lo que no puedo acompañar a la defensa cuando afirma que las constancias del secuestro no fueron correctamente recreadas en juicio, si en definitiva, los testigos mencionados avalaron el contenido del acta en cuestión. 

Pero además, al momento de resolver la elevación a juicio, el juez de garantías valoró como elemento cargoso el hallazgo de la cédula verde a nombre de B. en poder del encartado, de lo que se colige que la denuncia efectuada por éste contra los fiscales no implicó la invalidez del procedimiento, sino que se refirió al incumplimiento de la orden de restitución de efectos. 

Ello establece, en mi opinión, una clara relación entre el encartado y la camioneta blanca incendiada en cercanías de su domicilio, que conforme se acreditó, es la misma que fuera comprada por D. l. T. a B., y que fuera pintada y acondicionada por los imputados. 
Dicho hallazgo, entonces, coloca al imputado, por derivación lógica, en la conducción del vehículo, dado que evidentemente no es necesario conservar la documentación de un rodado sólo para incendiarlo, y menos aún si no se ha tenido ni se tendrá ningún contacto con él. 

Tampoco pierdo de vista que el encartado manifestó que carecería de lógica incendiar el vehículo en un lugar tan cercano a su propio domicilio. 

Empero, cometido el hecho el día 13 de enero, y detenido Z. el 10 de marzo (la camioneta fue incendiada el 11 del mismo mes), resulta inobjetable que el vehículo fue conservado durante dos meses luego del hecho. Los motivos se desconocen, pero lo apuntado me permite afirmar, sin un resquicio de duda, que Z. estaba en posesión del rodado, que al menos transitoriamente pretendía conservarlo y por ello conservaba consigo la documentación, y que sólo a consecuencia de su detención decidió que se procediera a la destrucción del mismo. 

Otro elemento valorado por el tribunal resultó ser el importante giro económico en la situación del encartado con posterioridad al 13 de enero de 2006. Más allá de diversas compras por montos que en mi opinión no resultan llamativos, lo cierto es que se pudo observar que al lado de su vivienda, construida de modo por demás precario, Z. estaba levantando una construcción de dos plantas, de hormigón concreto, según declarara H. G., como así también que había adquirido un vehículo Ford Ecosport 0 km., siendo que a fs. 3426/27 del principal se informó que el vehículo fue adquirido en un total de pesos cuarenta y tres mil ochocientos ($ 43.800), más gastos de patentamiento, entregándose la seña el 30 de enero de 2006, y el resto del saldo el 1º de febrero de ese año, labrándose la factura el 7 de febrero, dado que la operación se realizó en efectivo. 

Al momento de prestar declaración (fs. 3441/48), y más allá de haberse negado a declarar,  Z. afirmó poseer un ingreso mensual de tres mil quinientos pesos ($3500), correspondiendo dos mil quinientos pesos a lo percibido en el comercio de su hijo, y mil pesos a su actividad de venta privada de ropa. 

Como es evidente, tal ingreso, aún en el año 2006, resultaba insuficiente para justificar el pago de más de cuarenta mil pesos en efectivo, más seis mil por compras en materiales de refacción y electrodomésticos, todos en el mes de febrero de 2006.

A ello debe adunarse que si bien la mitad del rodado y el local de Capital Federal figuran a nombre de su hijo, resulta cuanto menos sorprendente que el joven J. M. Z., para la época del hecho de alrededor de 22 años de edad, y dedicado sólo a la venta de celulares, pudiera poseer, por giro comercial o por capacidad de ahorro sostenida en el tiempo (dada su juventud), una suma dineraria como la que habrían exigido tales inversiones. 

Quizás detectando esta inconsistencia, el imputado explicó a fs. 6643/5362 que el dinero para la compra del vehículo le había sido proporcionado por su madre y su hijo, a lo que agregó parte de ahorros propios, y en su última versión, manifestó que un día antes de su detención, había obtenido una ganancia en el Bingo de Lanús. 

Empero, y más allá de que los cambios de versión denotan mendacidad, evacuada oportunamente la cita, la firma Sociedad Iberargen S.A. informó que no surgía de sus registros que la Sala Bingo de Lanús en fecha 10 de marzo de 2006 hubiera efectuado pago alguno al mencionado. 

A lo expuesto, el tribunal agregó que de todos modos, las erogaciones por él realizadas para la adquisición de esos bienes resultan de fecha anterior a la mencionada en su declaración. 

En este punto, debe señalarse que el agravio de la defensa relativo a que no se habrían evacuado las citas legales proporcionadas por su asistido resulta dogmático, dado que como se ha señalado, y como oportunamente lo hiciera también el juez de garantías (fs. 6693/6694 del principal), no surge de los relatos de Z. citas que evacuar, salvo la cumplida averiguación ante el Bingo de Lanús. 
Finalmente, el “a quo” valoró que el teléfono celular del encartado se activó el 3 de enero de 2006 a cuatrocientos metros de la alcantarilla, luego ocho veces más en la zona norte, y por última vez en esa ubicación geográfica el 13 de enero de 2006, a las 17.36 horas.

Esta circunstancia no resultaba habitual en su registro de comunicaciones, y sobre ella el imputado no se explayó. 

Aún considerando los rangos de captación del sistema VAIC, lo cierto es que el informe resultó suficientemente preciso en cuanto al rango del alcance de la señal (400 metros de la alcantarilla), y a los días en los que el celular se activó en la zona norte de la provincia. 

En consecuencia, si el teléfono detectado era de propiedad de Z., y si no existen motivos plausibles para suponer que una tercera persona lo estuviera utilizando, la lógica indica que el aparato se encontraba en poder de su propietario. 

Y si ello es así, visto que a partir del 13 de enero de 2006 el mencionado celular no volvió a activarse en la zona norte de la provincia, ubicación inhabitual en el registro de llamadas del acusado, la inferencia de que era él mismo quien en los días previos al hecho, como así también el mismo día del robo activó su teléfono en la zona, resulta para mí ajustada a derecho. 

En función de lo que se viene explicando, establecido el conocimiento previo del encartado con su consorte D. l. T., su relación con la camioneta utilizada en el atraco y su posterior incineración, el indicio de presencia que surge del rastreo de las comunicaciones telefónicas y el injustificado incremento patrimonial resultan a mi entender indicadores que señalan, sin margen de duda alguno, su participación en el evento, y por ello, el agravio no progresa (artículos 18 de la Constitución Nacional; 210, 373, 448, 450, 451 y 459 del Código Procesal Penal). 

Tampoco puedo acompañar al esforzado defensor cuando sostiene, supletoriamente, que la actuación de su asistido no podría superar los márgenes de una participación secundaria. 

Es que acreditado como se encuentra que Z. formó parte del grupo, que se encontraba en el lugar del hecho cumpliendo una tarea específica, conforme a un plan previo de distribución de roles, que su desempeño permitió la consumación del ilícito conforme a dicho plan, y por ello, su ausencia podría haber determinado el fracaso de todo el plan delictivo, y asimismo que obtuvo su parte del botín, resulta claro que tomó parte en la “ejecución” del hecho, extremo que legitima la conclusión efectuada en origen en cuanto a su calidad autoral. 

En este sentido, este tribunal ha explicado que “La resolución común de realizar el delito es el componente subjetivo necesario de la coautoría que justifica la recíproca imputación de cualquier contribución causal a la ejecución del hecho efectuada en el marco del acuerdo” (Sala II, causa Nº 2934 del registro de este Tribunal, caratulada “A., V. A. s/Recurso de Casación”, del 28-6-01). 

Así también, esta Sala ha sostenido que “Como explica Ricardo C. Núñez (ver “Derecho Penal Argentino”, editorial Bibliográfica Omeba, Buenos Aires, Tomo II páginas 284 y siguientes) y  recepta la Suprema Corte de Justicia de la Provincia (idem ant. Argañarás- Casas Peralta, Tomo IV, p. 252, número 150) tan autor es el que infiere la lesión como el que lo ayuda con su acción, dándole oportunidad para que ella produzca su efecto. En consecuencia, si todos los que cumpliendo el acuerdo previo, obraron en forma mancomunada, como se prueba en el caso los convierte en coautoras en los términos del artículo 45 del Código Penal”. (Sala III, causa Nº 4.852 (Registro de Presidencia 18.582) caratulada: “O., M. G. s/ recurso de casación” y  su acumulada Nº 4.853 (Registro de Presidencia 18.583) caratulada: “D., E. I. s/ recurso de casación”, del 13 de julio de 2010).

A mayor abundamiento, probada como se encuentra, en mi opinión, la participación de Z. en el hecho, y que la fuga se perpetró en la camioneta por él conducida, no es posible sostener que su actividad se limite a la de un simple encubridor. En este sentido, la afirmación del recurrente, relativa a que el desapoderamiento se consumó en el momento en que los cacos ingresaron al túnel, no pasa de ser una mera opinión en contrario que tampoco comparto, desde que, por la especial modalidad del hecho, y encontrándose el lugar rodeado por fuerzas de seguridad, no es posible sostener tal tesitura. A mi entender, los bienes sólo salieron de la esfera de custodia de sus propietarios en el momento en que la potencial interferencia de las víctimas y del personal policial fue superada, y ello no ocurrió hasta que no se inició el alejamiento del lugar a bordo de la camioneta. 

Por lo expuesto, en consecuencia, estimo que el agravio no progresa (artículos 18 de la Constitución Nacional; 210, 373, 448, 450, 451 y 459 del Código Procesal Penal). 

X.-

1.-Pretende la defensa de F. A. acreditar que su defendido se encontraba en San Juan el día del hecho, y en consecuencia jamás pudo formar parte del ilícito. A tal fin, critica detalladamente la prueba valorada por el juzgador, comenzando por el análisis de los testimonios del remisero P. y del vendedor de vinos S. S. M., incorporados por lectura, pese a su oposición. 

No obstante, me permito adelantar que, aún soslayando tales testimonios, existe prueba rendida en audiencia oral que acredita la presencia de A. el día y en el lugar del hecho. 

En sustento de lo expuesto, declaró en debate P. M., oficial de policía, quien oportunamente viajó a San Juan en el marco de la investigación, y constató que era apócrifo el remito a través del cual se pretendía probar que A. compró cajas de vino al señor S. S. M., el día 13 de enero de 2006 en San Juan. Ello pues la fecha de impresión del mismo -23 de enero- es posterior al día de la supuesta operación. Por lo demás, al acercarse el testigo a la imprenta, el titular de la misma le manifestó “yo no imprimo remitos de esa manera”. 

A su vez, M. constató que el domicilio obrante en el remito no existía, ni tampoco la consultora de riego a la que en el mismo se hacía referencia.

Por último afirmó, que por averiguaciones realizadas con los vecinos del lugar, S. S. M. vendía vinos de manera particular, y no hacía trabajos de riego.

Declaró en debate H. A. K., amigo de F. A., quien, si bien posicionó claramente al coimputado en San Juan, el día en que ocurrió el hecho, es lo cierto que las razones con las cuales fundamentó su afirmación, encuentran base únicamente en los dichos del imputado.

D. P., ex pareja de A. y madre de un hijo en común, aseguró en debate que, para el momento del hecho, el coimputado se encontraba en la provincia de San Juan. Contó que se contactó con el mismo para solicitarle que volviera a Buenos Aires para firmar una autorización de salida del país de su hijo, circunstancia que, por no poder materializarse, hizo que el imputado regresara a San Juan, quedando pendiente la firma. No obstante, y más allá de la circunstanciada declaración prestada, es lo cierto que, cuando se le preguntó la razón de sus dichos, manifestó conocer lo declarado -esto es, que el coimputado estaba en San Juan- pues “el mismo A. se lo había manifestado”, afirmando que independientemente de ello no tenía otra prueba.

A., si bien afirmó haberse encontrado en San Juan durante el mes de enero del 2006, nada dijo sobre su regreso a Buenos Aires los días 5, 6 o 7 de enero de 2006 para firmar la autorización de su hijo, circunstancia relatada por su ex pareja. 

Señalo por lo demás, que el recurrente se queja de la denegatoria a incorporar la autorización firmada por A. ante escribano, como así también de la petición de oficiar al Registro Nacional de las Personas para informar quien retiró el Documento Nacional de Identidad de su hijo, soslayando que acorde surge del acta de debate –fs. 8234 del principal-, el poder fue suscripto con posterioridad al hecho: 26 de enero de 2006. Así, carece de sentido la petición de la defensa pues tal prueba no acreditaría que A. se encontraba en San Juan el día 13 de enero de 2006, en la franja horaria en que se cometiera el ilícito.

M. E. P., refirió poseer junto a su socio M. N., un hostel en El Rodeo, San Juan. Si bien manifestó, acorde la versión traída por A., que éste se alojó en el mismo -circunstancia que se corrobora con las fichas manualmente confeccionadas que darían cuenta del ingreso de A. el día 13 de enero de 2006-, aclaró en relación al mismo que “llegó ese día a la tarde o la noche” –lo cual no descarta la posibilidad de que haya protagonizado el desapoderamiento ilegítimo-. Declaró asimismo que al coimputado lo vio por primera vez en la fiesta de la luna organizada en tal lugar, aunque, al finalizar su relato manifestó no recordar exactamente cuando se hizo tal fiesta. 

Por lo demás, si bien se le exhibió la ficha de alojamiento de A., no pudo precisar de quién era la letra que asentara el consumo de una cerveza Heineken el día 13 de enero de 2006, siendo que el resto de las fichas acompañadas en debate no siguen los mismos parámetros que la exhibida.  

Repárese que los testigos que pretenden acreditar la presencia de A. en San Juan el día del hecho, se basan en los propios dichos de A. o en comentarios recibidos al respecto, mas ninguno de ellos aseguró haber estado en presencia del coimputado en la provincia referida. Testimonios que se analizarán “infra” dan cuenta de la misma circunstancia, conforme se expondrá.

Por lo demás, advierto que el acta notarial en la que N. afirmó haber visto a A. en San Juan el día 13 de enero de 2006, ha sido acertadamente desatendida. En primer lugar, pues tal como lo afirman el sentenciante y la defensa, el acta ante escribano no es una declaración testimonial y no da fe del contenido de la misma. Y, en segundo lugar pues, aún considerando la frase que el tribunal de origen no consideró, esto es, que el conocimiento de N. sobre los hechos surge “de la ficha de control interno y del recuerdo del suscripto”, no debemos olvidar que la autenticidad de las fichas aparece, cuanto menos dudosa, y que N. no pudo ratificar sus dichos en presencia de quienes gozan de la inmediatez propia del juicio oral, ni la defensa ofreció en esta Sede su declaración en los términos del artículo 457 del ritual. 

Así, aparece acertado el razonamiento del tribunal, en tanto y en cuanto -más allá de que existió tiempo suficiente para contactar al testigo-, rechazó el pedido de nueva audiencia. Es que, si bien no lo pudieron localizar por encontrarse en un lugar sin señal de celular ni internet, ante el envío de un telegrama, tampoco se constituyó en la Sede del tribunal para prestar declaración. 

Por lo demás, al contactarse  la Fiscalía vía telefónica, con anuencia de la defensa, con la comisaría de El Rodeo –San Juan-, lograron establecer que N. se encontraba en un emprendimiento minero a 200 km. del lugar, “desconociendo la fecha de su regreso”. Así, ante la incertidumbre de su presencia en día determinado, no aparece irracional la negativa del tribunal a la solicitud de la defensa de “intentar la comparecencia del testigo para el martes próximo”, apareciendo entonces improcedente el cuestionamiento a la arbitraria denegación de prueba por parte del tribunal.

Especial atención merece la declaración prestada en debate por F. M.. A esta persona se le intentó atribuir el contenido de una carta por él suscripta enviada a la señora X. B., y en la cual se afirmaba que el día 13 de enero de 2006, le efectuó a la misma un reportaje con motivo de la celebración de la “Fiesta de la Luna”, lo cual motivó la presencia de una importante cantidad de gente, entre quienes estaría el coimputado.

Al asistir a la audiencia, M. recordó –en relación a la misiva referida- que acompañó a X. B. al Juzgado de Paz a hacer un trámite, aclarando que jamás le entregó a la nombrada una carta escrita por él, reconociendo en debate su firma pero no la letra. Agregó que firmó la carta “como un favor” y que nadie le explicó que se vinculaba con una persona relacionada con un proceso penal, “…de ser así, hubiera prestado más atención…firmé la carta sin conocer el contenido…”, perdiendo entonces veracidad la misiva que intenta hacer valer la defensa a favor de su defendido.

Observo así, que la versión del imputado sobre su estadía en San Juan al momento del acaecer ilícito, pierde relevancia y carece de sustento probatorio a medida que se avanza en la prueba producida y valorada en la causa en estudio.

A. sí se encontraba en San Juan al momento de su detención y secuestro de objetos en abril del 2006 –entre ellos una caja del Correo Argentino, en cuyo interior estaban los cuerpos, “entre quince o veinte” de un sumario en el que se mencionaba “el robo al Banco Río y todo eso”-. De ello dan cuenta las declaraciones de los gendarmes C., P. y G., contando el primero de los nombrados que el coimputado finalmente dijo “yo soy F. A., estoy acusado de robar el Banco Río”. 

Así, la veracidad de tales declaraciones valoradas por el juzgador y las circunstancias que las mismas acreditan, merecen plena credibilidad, máxime que no fueron cuestionadas por la defensa del imputado. 

2.- Descartada entonces la presencia de A. en San Juan el día del hecho, existen pruebas acertadamente valoradas por el juzgador que permiten  posicionarlo en el escenario del delito. 

En ese sentido, y dejando a un lado los cuestionados dichos del remisero P., pues la defensa se opuso a su incorporación por lectura -no obstante haberse acreditado que se habían agotado los medios para dar con su paradero-, observo que se han valorado los vertidos por J. B. V. prestados en la audiencia, que permiten corroborar la ausencia de A. en San Juan. 

Así, contó V. que en el mes de enero del año 2006, cumplió tareas como empleado de vigilancia en un barrio en las Lomas de San Isidro, ocupando una garita ubicada en Ernesto de las Carreras y Tres de Febrero. Detalló que en una vivienda ubicada en Ernesto de las Carreras nº …, donde vivía una persona de nombre M. J. que se encontraba de vacaciones en el mes de enero, siempre vio a “una persona que entraba”, refiriéndose a un individuo de sexo masculino de “40 y pico de años”. Fue en ese momento que al serle exhibida una fotografía -obrante a fs. 5282 de los autos principales-, perteneciente al coimputado A., manifestó “sí esa es la persona que estaba, que fue ese día”, agregando que durante el mes de enero o febrero había más personas masculinas que visitaban esa casa, refiriéndose a la de M. J. B..

Y, sobre esto último, no debe olvidarse que el testigo mencionado señaló al coimputado al serle exhibidas las fotos, en el marco del juicio oral, sometidos al control cruzado de las partes y ante el Tribunal, lo que consolida que, esa indicación, resulta parte integrante de sus declaraciones testimoniales.

Por lo demás, la cita que realiza la defensa del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación M. 794. XXXIX “Miguel, Jorge Andrés Damián s/p.s.a. de homicidio” no resulta atinente en la presente causa. Es que, en tal precedente la prueba por excelencia para fundar la atribución de culpabilidad del imputado se basó únicamente en un reconocimiento impropio, sin apoyo en otros elementos de convicción, existiendo en otro orden numerosos indicios que incriminaban a un tercero, circunstancias que distan de asimilarse a la presente causa.

Por otro lado, ningún cuestionamiento efectuó la defensa respecto del testimonio que en debate prestara R. D. V.. Fue ella quien, manifestando que conoce a A. desde el año 1998, recordó que en enero del año 2006, éste la llamó para verla en un domicilio en San Isidro, comentándole aquél que “era la casa de una amiga de él”. Manifestó que el llamado se realizó los primeros días de enero, surgiendo del informe de llamados telefónicos que la comunicación se correspondía al día 7 de enero de 2006, día en que F. le contó que había regresado de San Juan. Y, si bien éste refirió que se iría nuevamente a tal lugar, la testigo dijo que no le constaba si efectivamente se fue, ni en su caso, cuándo.

Se incorporaron por lectura al debate las declaraciones testimoniales prestadas por M. J. B., quien, en lo sustancial, refirió que F. A. cuidó su casa de San Isidro mientras ella no estaba –en enero de 2006-, aunque, si bien manifestó que los primeros días de ese mes A. viajó a San Juan, la misma fundamentó sus dichos respondiendo “no me consta, lo se por los dichos de él”, agregando que “no recuerda que día podría haberse ido, si así ocurrió”. Por lo demás, si bien la testigo manifestó que viajó a San Juan entre el 15 y el 22 de enero de 2006, reiteró que a F. A. lo vio en tal lugar recién en febrero del mismo año.

A su vez,  se han incorporado por lectura informes del VAIC que permiten establecer la existencia de llamadas telefónicas desde el domicilio de la calle Ernesto de las Carreras  a personas relacionadas con la causa, lo cual se erige, aunque con menor peso, como indicio de cargo. 
También se valoró sin oposición de la defensa, el informe de fs. 1261 de los autos principales, en el cual el Capitán V., pone en conocimiento de la fiscalía que la gerente del banco, E. B., efectuó una exposición civil con fecha 19 de noviembre de 2.004, en la cual constaba la presencia en dicha entidad de una persona identificada como F. A., quien se encontraba aparentemente sacando fotos de las instalaciones con una cámara digital. 
Tal episodio, recreado en debate por la gerente de la sucursal, quien recordó que “uno era un tal A. y el otro, el de San Isidro, B.”, resulta llamativo, pues las dos personas identificadas en aquél momento, coinciden con dos de los aquí coimputados. A ello agrego que el análisis de la totalidad de la prueba permite establecer en definitiva su coautoría. Máxime que en el allanamiento efectuado en la casa de G. B. el día 23 de febrero de 2006 se le secuestró, entre otras cosas, un cuaderno color negro, destacándose en la letra F la anotación “F. A. -……..”.

Confirmando los dichos de la gerente,  L., si bien no recordó la fecha exacta, señaló que en el año 2.004, en momentos en que se desempeñaba laboralmente en la Sucursal Libertador del Banco Río, observó a una persona que se encontraba filmando o sacando fotos, dando aviso inmediatamente a la nombrada B.. Precisó que vio una luz de una cámara fotográfica o de una grabadora, “…era como una luz roja, como que alguien estaba filmando o sacando fotos…”. 

En el mismo sentido, G. C., observó que en tal circunstancia, al arribar la policía al lugar e identificarlos, a uno de ellos le sacaron una cámara de fotos. 

Fue P. quien señaló que en aquella oportunidad, le llamó la atención el ingreso de dos personas a la entidad bancaria, una muy cerca de la otra, lo que lo llevó a pensar que el que iba adelante estaba siendo robado, comunicándole tal situación al policía del bunker. Así observó que el que iba detrás –quien resultó ser A.- tenía una cámara y “sacó como ocho fotos” según pudo contarle. Si bien al arribar la policía negó tener una máquina de fotos, la misma le fue secuestrada en su poder, aunque sin memoria ni chip. Sobre esto último expresó Prado que tuvo tiempo suficiente para deshacerse de tales elementos. 

Tal suceso se hilvana perfectamente con el hecho del 13 de enero del 2006 pues, en debate, P. –seguridad de la empresa Prosegur- lo vinculó con la persona de A., al referir “por la forma violenta que se puso cuando bajé a abrirle la sala de máquinas y la contextura física, daba el que estuvo abajo con la bandolera y el chaleco pescador, se ajustaba a A.” (fs. 8078 vta. acta de debate). Agregó que durante el robo “tenía una gorra visera con una inscripción que decía algo así como Gillete o Prestobarba”. 

Este último elemento, no cuestionado por el recurrente, y sí valorado por el sentenciante a fs. 8429 de la sentencia de origen, fue captado por las cámaras de filmación del banco, donde se aprecia a uno de los individuos con una gorra con un logotipo plasmado, y una mancha en la visera que guarda gran similitud con la secuestrada en el vehículo Hyundai Galloper donde viajaba D. l. T. al momento de ser aprehendido (fs. 2030 del principal).

Fundamentalmente, la intervención de  A. en el hecho, se acredita con el reconocimiento y la declaración prestada por W. S., actos que no logran ser desvirtuados por los reeditados cuestionamientos que esboza la defensa. 

En ese sentido, contó en debate que a A. lo reconoció en rueda como “la quinta persona, la que llevaba colgada una bandolera o algo así…”, coincidiendo en esto con la referencia efectuada por P.. Aseguró, al señalar al coimputado en la sala, que “es esa persona, un poco más canosa, pero es esa persona”. 

Tal acto sirvió para ratificar el ya producido en la sede de la D.D.I. de San Isidro, plasmado en el acta de reconocimiento de fs. 3566, incorporada por lectura en los términos del artículo 366 inciso 4 del ritual. 



Así, el intento defensista de restarle valor convictivo a la identificación que efectuara S., en base a que en un primer momento no lo señaló como el quinto hombre y en que la visión del testigo desde el bunker –observando los monitores-, no se condice con las imágenes de los hechos captadas y grabadas -en la cual se le ve la cara a A. durante tan sólo tres segundos- tampoco progresa. 

Es que, fueron los jueces sentenciantes quienes -más allá de haber destinado una jornada de juicio oral a observar las filmaciones existentes-,  realizaron una inspección ocular en el lugar del hecho y tomaron contacto con los monitores.

Así, la prueba informativa a los fines de demostrar que no se podía ver “ninguna cara desde donde fue observada por la lente de las cámaras”, y la reconstrucción parcial del hecho, fueron acertadamente denegadas por el tribunal. En primer lugar pues, a propuesta de la defensa de A. fue realizada la inspección ocular ya referida, en la cual los jueces se colocaron en el bunker donde estaban los monitores, y en segundo lugar, pues los defensores no demostraron la manifiesta utilidad de tal prueba –solicitada durante el debate en los términos del artículo 363 del ritual- para el descubrimiento de la verdad. En definitiva no se acreditó que la producción de la misma haga variar el certero reconocimiento efectuado por S. conforme se analizará. 

Es que, al constituirse en el lugar del hecho, los jueces afirmaron que las diferencias entre las grabaciones y “el vivo” no son menores, lo cual fue corroborado por técnicos en la materia, cuyos testimonios no cuestionó el recurrente. 

En ese sentido, R. V., quien cumplía funciones técnicas en el banco al momento del hecho, destacó que desde el bunker se ve la imagen en vivo, lo cual dista mucho de lo que queda grabado, pues en este caso se observa “como una sucesión de fotos” y en consecuencia “pueden haber saltos”.

Al declarar en debate G. S. S. –Gerente de Seguridad del Banco Río- refirió que el operador del bunker ve en vivo las imágenes que entran directamente de las 18 cámaras de la sucursal, y que allí las mismas “se observan con gran nitidez, 25 cuadros por segundo que es lo que la visión humana permite visualizar…es la imagen que entra directamente de las 18 cámaras, 9 a cada monitor, ve la imagen en 25 cuadros, la ve completa, la imagen no ofrece saltos y es una imagen continua, sin cortes”. Asimismo expresamente aclaró que las imágenes en vivo “tienen una calidad superior” a las que se observan en las grabaciones obtenidas, dando razones de sus dichos.

Por lo demás, el licenciado en criminalística D. S., expuso que “la calidad del video era muy mala, no trabajaban en tiempo real sino por cuadros”, aclarando que “se necesitan 36 cuadros por segundo para que se vea bien, y éstas tenían sólo 4…”.

Lo que se viene de exponer alcanza para desestimar el agravio referido a la denegatoria de la prueba de fotoantropometría, pues tal como lo razonara el tribunal, más allá de la extemporaneidad de la petición de la medida, la baja calidad de la imagen no sólo resulta insuficiente a los fines de establecer la compatibilidad con la fotografía, sino también resultaría inapropiada para determinar su incompatibilidad.

En definitiva, y toda vez que S. observó el video en forma simultánea, y, según aclaró en audiencia, existieron una multiplicidad de secuencias de las que no se guarda registro por haber sido los videocassetes sustraídos por los activos, no existe duda alguna en el reconocimiento efectuado respecto de A., pues tal acto no se limitó a la receptación en su memoria de las imágenes que se reprodujeron en el juicio y que cuestiona la defensa. 

Por lo demás, contó, respecto de la nitidez o calidad de la imagen con la que vio la secuencia en vivo a través de los monitores, que “la calidad es buena, no tiene ningún tipo de distorsión, puede haber distorsión después de que grabe porque va como secuencialmente”. A preguntas de la fiscalía sobre si en algún momento vio algún video en el que se haya registrado la secuencia de ingreso de las personas que robaron el banco, respondió que sí, “al tiempo largo, no le puedo asegurar qué mes, en el video no se ven las caras, se ven las figuras, no es como verlo en vivo”, aclarando que “le sirvieron para volver al momento” y “ver que son 5 personas” (fs. 8127 acta de debate).
A su vez, aclaró -respecto de la quinta persona que el testigo viera en vivo a través de los monitores-, que le vio la cara, “el cuerpo, de frente y perfil, una barba más o menos crecida”. 

Por lo demás, el testigo mereció plena credibilidad ante quienes gozan de la inmediatez propia del juicio oral, no cuestionándose la inexistencia de distorsión en la visión que permita dudar de su percepción de la realidad, como acertadamente razona el “a quo”.

Tampoco aparece cuestionable el reconocimiento efectuado por D. T. en audiencia de debate, pues, -más allá de mi opinión ya asentada sobre la validez que sí debe otorgarse a tal acto-, luego de describirlo como un hombre “robusto, castaño, muy amable, cabello oscuro, cutis no muy oscuro”, resaltó que el que se encontraba en la Sala le era familiar el rostro, aclarando –al igual que S.- que “el señor tiene pelo cano, me es familiar pero con el pelo oscuro”.

Por lo demás, tal identificación se circunscribió a reconocerlo, en un caso, como una persona que estuvo en un momento determinado en su domicilio con motivo de una reparación de una camioneta de su marido, y en otro, como conocido de D. l. T., apareciendo entonces como un verdadero indicio de la relación entre los coautores. 

Observo así que el recurrente intenta constantemente parcializar la prueba producida, desmembrando tramo a tramo las declaraciones del debate y el razonamiento del juzgador, lo cual obstaculiza el análisis integral de la prueba, y remitiéndose siempre, -como prueba en contrario de la valorada por el sentenciante-, a la presencia de su defendido en San Juan, circunstancia ya desvirtuada.
En consecuencia, el análisis parcial y aislado de los elementos probatorios, frente a la prueba ya analizada, conduce inexorablemente al rechazo del recurso en este aspecto.

3.- En otro orden, se imputa a D. l. T. y a A. el haber detentado en su poder, una escopeta marca Browning, calibre 12, cargada y en condiciones de uso inmediato, la que a su vez “exhibieron y blandieron”, remitiéndose el sentenciante, en sustento de tal imputación, a lo declarado por los testigos en juicio.


Agravia al recurrente la arbitrariedad de dicha afirmación pues no se indica siquiera a cuáles testigos se hace referencia. 


Así, surge que el “a quo” pretende fundamentar ello a fs. 8365, -haciéndose eco la fiscal ante esta Sede-, en la declaración prestada por M. E. R. en cuanto describiera a “los dos delincuentes que habían bajado y que le pedían que salieran, tratándose éstos del hombre de traje gris y otro más que estaba con un compañero suyo al que también habían agarrado, vistiendo este segundo delincuente un chaleco de cazador o pescador y un pantalón pampero, notando que le salía una cola de caballo rubia, muy larga, llevando consigo además como una mochila o un bolso en la espalda y un arma muy larga”.


No obstante, ni el sentenciante ni la fiscal adjunta repararon en las manifestaciones del acta de debate. En ella, la testigo al ser preguntada sobre la cantidad de sujetos que vio en el hecho, respondió:  “al de traje gris, al que llamaban S., otro más que vi, lo que pasa es que cuando estaba encerrada escuchaba muchas más voces que hablaban entre ellos…” (fs. 8138 vta. y 8139 del acta de debate). A su vez, se asentó en el acta que “lo único que llegó a ver de la persona encapuchada…era que tenía ojos claros”, aclarando que ello se refería a la persona que llamaban Susana que vestía un chaleco y tenía una colita rubia”. 



Del cotejo de lo asentado en el acta de debate, y lo plasmado en el veredicto, no surge con claridad, la identidad de la persona que portara el arma, dado que el sentenciante parece haber mezclado involuntariamente las características físicas del sujeto a quien asigna dicha portación. 


Por este carril, no es ocioso señalar que, amén de que la imputación respecto de A. se sostiene pura y exclusivamente en los dichos de R. (es decir, que todo el plexo probatorio se reduce a un único testigo), tales dichos ni siquiera poseen la precisión necesaria como para pregonar certeza. 

En efecto, R. sólo aludió a un arma muy larga, mas no pudo dar mayores detalles de la misma ni, por supuesto, identificarla. 


En consecuencia, derivar de un dato tan ambiguo que el arma en cuestión era la escopeta Browning 2000, sin descartar previamente que se hubiera tratado de otra arma o inclusive de una réplica, deviene en mi opinión una conclusión meramente dogmática.


Mas aún, cuando los testigos de la causa han aludido siempre y en forma exclusiva a D. l. T. como el portador de la escopeta (extremo no discutido por su defensa, por lo que la condena a su respecto permanece incólume).
Así lo señalaron M. A. S., J. L. F., M. D. B., G. J. M., M. A. M., G. D. P. y W. O. S., conforme se expuso en detalle en el apartado V de la presente.

En consecuencia corresponde casar la sentencia en este punto, y absolver a F. A. del delito de portación que se le atribuye (artículos 18 de la Constitución Nacional, 1, 210, 373, 448, 450, 451 y 459 del ritual).


XI.- A los fines de atribuir el delito de encubrimiento a F. A. y a A. D. la T., el sentenciante afirmó que la procedencia ilícita de los vehículos en que los imputados llegaron al lugar de los hechos, surgiría del informe de las planillas del Registro Automotor que dan cuenta del pedido de secuestro activo con base en la denuncia de hurto, tanto del vehículo Volkswagen Gol EOV …, como del Ford Escort CHL …. Respecto de este último, obra también la denuncia del titular del mismo, R. M. (fs. 288 de los autos principales). 


Así, el “a quo” afirmó que la vinculación de los sujetos activos con los automóviles en cuestión, surgió claramente de las imágenes de las cámaras de seguridad que registraron que dos de ellos ingresaron en el Ford Escort, siendo que, respecto del Volkswagen Gol, la conexión quedó acreditada por los testimonios de C. R. y B. C., los cuales fueron incorporados por lectura. 


A través de los mismos los jueces acreditaron que del Gol descendió una persona con una camisa color salmón, pantalón beige, pelo claro, barba candado, tez clara y similar altura que el otro -1,80 metros-, y otra con un delantal blanco y peluca, las cuales ingresaron al banco.


Entendieron los sentenciantes que los activos conocían de dicha situación, pues de la prueba y “del desarrollo del iter criminis surge que el mismo había sido planeado de manera minuciosa y organizada, lo que presupone el acabado conocimiento del rol que cada uno de los intervinientes tendría en el hecho, como de los elementos utilizados para llevar a cabo el plan preconcebido…”. 

En ese sentido, entendieron que se proveyeron del transporte necesario “para el arribo de los sujetos que ingresaron a la sucursal del banco”.


Agregaron que el haber utilizado para su arribo automóviles de los que no eran titulares y abandonarlos al momento de darse a la fuga, formó parte del plan. 


Abundaron su fundamentación, refiriendo que se deshicieron de la camioneta en la que fugaran e intentaron borrar toda huella que les permitiera vincularla con alguno de los participantes, no obstante, respecto de los dos automotores, los utilizaron únicamente para su desplazamiento hasta el banco, “y sin lugar a dudas sabían que para su escape no iban a utilizarlos,…y para que no pudieran ser relacionados a sus personas ni ninguna otra que los pudiera llevar hasta ellos, utilizaron rodados que impidieron a la investigación rastrear a los autores del hecho por su titularidad”. 


Concluyen nuevamente, y siendo que los vehículos fueron sustraídos poco tiempo antes del ilícito, en que el plan no sólo estaba organizado de manera puntillosa, sino que “previeron cuestiones de derecho que los colocaban en una mejor situación procesal para afrontar eventuales imputaciones en caso de ser aprehendidos”.


Sentado lo anteriormente expuesto, asiste razón a las defensas. En primer lugar, no ha quedado demostrado, siquiera mínimamente el verbo típico, es decir, la “receptación” por parte de sus defendidos, de los automotores utilizados para arribar a la entidad bancaria, a sabiendas de su procedencia ilícita. 

En segundo término, pues no se alcanza a comprender el razonamiento del tribunal, al sindicar solamente a A. y a D. l. T. como coautores del delito de encubrimiento, cuando, conforme la fundamentación de tal atribución, esto es el plan común, la imputación debería haberse dirigido a los cuatro imputados. La motivación del veredicto resulta en este punto contradictoria. 


Por lo demás, y respecto de A., la descripción de los sujetos que arribaron en los automóviles, no coincide con las características físicas del mismo.


En consecuencia de lo expuesto, la argumentación del sentenciante deviene arbitraria, correspondiendo absolver a F. A. y A. D. l. T. en relación al delito de encubrimiento de los automotores, por el cual vienen condenados (artículos 18 de la Constitución Nacional; 1, 210, 373, 448, 450, 451 y 459 del Código Procesal Penal).
XII.

1. Acreditadas, según se desprende de los apartados anteriores, la responsabilidad en el hecho de R. A. D. l. T., J. J. Z. y F. A., resta analizar los agravios traídos por la defensa de G. B..

En primer lugar, me remito a lo decidido arriba para dar por respondidos los referidos a la declaración testimonial del remisero P., de V. P. S. y de A. D. T..

Más allá de destacar, en cuanto a la última, que expresó no conocer al imputado por lo que no surge perjuicio alguno en su contra, máxime si se tiene en cuenta que la fuente de investigación respecto a G. B. es independiente de ella, cuestión también analizada arriba.

2. De tal manera, encuentro que el elemento dirimente para tratar en este tópico es el dibujo, croquis o boceto hallado en el domicilio de G. B. sito en la calle Dorrego … de Martínez.

Corresponde entonces analizar en primer lugar, si este elemento fue incorporado en forma sorpresiva al juicio como sostiene la defensa.

A la circunstancia de obrar en la causa principal las constancias de la diligencia de allanamiento y secuestro del domicilio citado, ordenada por el Juez de Garantías, y la convocatoria para que prestaran declaración durante el juicio los policías que la llevaron a cabo, se consigna en el acta de debate con el número de orden 341 que también se incorpora por lectura “Todo elemento reservado en la Fiscalía de instrucción, incluyendo armas y municiones, registros fílmicos y fotográficos, objetos y dinero secuestrados en allanamientos” como así también los aportados por las partes. Incorporación a la que defensa no se opuso (fs. 24).

Por otra parte, hubo ejercicio de defensa material a su respecto pues el dibujo o croquis fue exhibido en la audiencia, sobre él se refirió el imputado ofreciendo la defensa un testigo al respecto (A. W.).

Y, si bien solicitó una pericia, consintió la decisión del tribunal que la desestimara (fs. 161 y 167).  
Finalmente, aportó la documentación que consideró pertinente en esta instancia sobre la que se resolvió en forma afirmativa en la primera cuestión (fs. 638/642 y 1075/1077).

En consecuencia, el agravio no procede.

Sí progresa el referido a la solicitud de una línea telefónica a nombre de T. pues no se exhibió en el juicio como se solicitara, a lo que se suma la ausencia de toda otra prueba al respecto no pudiendo desvirtuarse con la producida en el juicio el desconocimiento alegado por el mismo imputado cuando prestó declaración.

3. Los funcionarios policiales G. G. D., V. L. P., J. M. O., G. B. y Javier E. S. que llevaron a cabo la diligencia de allanamiento y secuestro en el domicilio de G. B. declararon durante el debate que, además de haberse encontrado la suma de veinte mil pesos dentro del freezer, la parte inflable de un gomón, sogas y trajes de neoprene, se halló un cuaderno con tapas de colores con la identificación ABC.

Todo ello ratificado por el testigo de actuación, Y. I. S. que manifestó que todo lo que había visto durante la diligencia constaba en el acta y que, por eso, la firmó. 

El dibujo, croquis o boceto en cuestión se referiría, según dijeron el propio G. B. y el testigo A. W., al cobertor para una pileta de natación con forma de riñón, propiedad del último de los nombrados.

Más allá de las diferencias sobre la fecha en que W. le habría encargado ese diseño a G. B., coincidieron en que también el primero realizó un dibujo y que el proyecto aún no se realizó.

Sin embargo, sostuvieron los jueces que el boceto secuestrado coincide con el túnel construido que conectaba el subsuelo de la Sucursal Acassuso del Banco Río con el túnel correspondiente al desagüe pluvial.

 Analizaron para eso la declaración de D. A. S. quien lo calificó como un boceto de estimación de cálculo de superficie coincidente con la construcción que ilustra la planimetría, tanto en su forma como por los materiales con excepción de la referencia a una lona que el perito no recordaba.

Por su parte, R. A. Á., perito en planimetría, encontró correspondencia respecto de la madera, llamándole la atención pi por radio al cuadrado sobre dos porque, explicó, pi por radio al cuadrado es la superficie del círculo y, sobre dos, indica que está dividido a la mitad. De tal manera explicó que el radio del dibujo es de tres metros, es decir, que el diámetro es de seis metros como se indica en el cuaderno.

En efecto, y como se puede leer del acta del debate (fs. 163/165), S. detalló que “había una estructura, como una suerte de dique, no estaba completa porque de alguna manera ya la habían desmontado, porque había habido variables en el caudal de agua y eso ponía en peligro a la gente que trabajaba en el lugar. Yo vi las fotografías antes de que sea desmontado por los bomberos. Lo que vi era una especie de dique, como una estructura absolutamente tubular, que ocupaba un poco menos de la mitad del túnel, como una suerte de media luna, que estaba construido de madera y los refuerzos eran particularmente de hierro y alambres” .

Sigue diciendo que “había una estructura en maderas, como si fuesen tablones ensamblados con soportes intermedios y en los laterales, y tensores para evitar que ceda ante la presión del agua”.

Esta descripción, ilustrada con las fotografías que obran a fs. 457/458 del principal y que se le exhibieran al testigo en el mismo acto, coincide con el boceto. Específicamente, teniendo en cuenta que se observan dos dibujos en la mitad inferior de la hoja.

De tal manera, la queja de la defensa respecto a que el perito observó el dique cuando había sido en parte desmantelado pierde virtualidad ante la ilustración fotográfica.

Explicó el perito que la estructura ocupaba un poco menos de la mitad de la superficie que midieron con un telémetro determinando, según su recuerdo, que era algo de seis metros, detallando más adelante que la estructura “era una especie de medialuna que no ocupaba la mitad del círculo y lo que hacía era mantener el nivel del agua alto, haciéndolo navegable” destacando que “El túnel no era absolutamente regular, había momentos que se ensanchaba un poquito, y la primera parte era más angosta”.

A esta referencia se suma la explicación que diera el testigo al exhibírsele la planimetría de fs. 1409 que alude a un diámetro de 5,50 metros y la aportada durante el curso del debate que refiere un diámetro aproximado de “+ - 6.00 metros”. Opinó que “Yo recordaba esta medida (refiriéndose a la de + - 6.00 metros), y recordaba esta inclinación (indicando la del plano de fs. 1409). La diferencia de medida yo calculo que debe obedecer a algún tipo de aproximación que se haya efectuado. Estando en un espacio circular, si yo no coloco el telémetro en el lugar exacto para establecer el diámetro, y lo acorto, genero una tangente y voy a obtener una medida distinta, por lo que puede haber variaciones. Hay margen de error dentro de un mismo rango. El tamaño era arriba de 5,50 metros seguro. Yo recuerdo la medida de 6.00 metros de diámetro”. 

Aportadas en esta instancia fotografías de la pileta ubicada en la calle Melo …. Vicente López como así también la determinación de sus medidas: largo 5,75, ancho 2,15, profundidad 1,5 y distancia perpendicular desde el eje medianero al borde más alejado 3,85 (fs. 638/642 y 1075/1077), cabe concluir que la curvatura y forma final de la pileta no coincide con el semicírculo del dibujo o croquis como así también que la tecnología  adoptada en el mismo gráfico no se corresponde con la indicada en los esquemas de la pileta de fs. 642. 

Por el contrario, el diámetro del conducto del desagüe principal concuerda con la superficie y medidas indicadas en la fórmula efectuada para el cálculo (ejemplo: diámetro 6 metros radio 3 metros. Fórmula del semicírculo Pi.r2
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Por otra parte, la tecnología adoptada según el cálculo del que da cuenta el croquis concuerda con la visualización in situ.

En consecuencia, entiendo que el agravio no procede (artículos 210, 233 y 373 del Código Procesal Penal).

4. Se acreditó con la prueba producida que G. B. tenía relación con los otros imputados.

Cabe considerar en este aspecto que A. y G. B. habían sido compañeros de colegio y siguieron relacionados, circunstancia que se verifica porque así lo referenció el mismo imputado y porque en el cuaderno al que se aludió arriba figuraba su número telefónico agendado.

Asimismo, constan las comunicaciones mantenidas los días 5, 8, 10 y 13 de enero de 2006 entre el teléfono cuya titular es M. J. B. en cuya casa – sita en calle Ernesto de las Carreras nº … de San Isidro -, vivió A. en ausencia de la misma durante esos días y el teléfono nº …., cuya titular es M. J. M. C. y se corresponde con el domicilio de G. B. de la calle Dorrego …. de Martínez. 

La última de esas llamadas se registró a las 05:55 hs. como saliente desde Dorrego …. de Martínez hacia el de calle Ernesto de las Carreras nº … de San Isidro.

Por otro lado, en el teléfono secuestrado en poder de R. D. l. T., nº …. a nombre de L. M. se encontraba agendado como “S.” el abonado …. perteneciente por contrato a G. B..

También conocía a E. tal como el mismo Ga. B. lo explicó en el debate diciendo que era abogado, de la localidad de Boulogne y que a fines de 2005 le llevó a su taller su vehículo Ford Escort blanco o gris claro a reparar.

De hecho el testigo dio cuenta de la existencia de comunicaciones entre los teléfonos de E. y G. B..

Útil resulta señalar que E. también estaba relacionado con D. l. T. porque tuvieron una causa en común.

Según el informe de Eagle Segurity & Investigations (fs. 3890/3954 del principal), se certifica que el Ford Escort, dominio EPI registrado a nombre de V. Z., ex esposa de V., con autorización de manejo a nombre de éste, luego del episodio que contaron V. R. E. y S. S. L., detuvo su marcha en Edison y Caracas de Martínez, cerca de donde se domicilia G. B. registrando también posicionamientos en otras oportunidades en cercanías de la calle Corrientes … de Olivos donde vivía A..

Se agravia la defensa porque sostiene que se utilizó como prueba de cargo la producida respecto a E. y V. S. cuyos procesos tramitan por separado.

El primer inconveniente en el tratamiento del agravio lo presenta su insuficiencia pues no detalla cuáles fueron esas pruebas.

Sin embargo, surge del acta del debate que prestó declaración testimonial P. D. M., empleada de la empresa Eagle Segurity & Investigations quien cuenta de los dispositivos de localización de la camioneta Ford Ecosport, propiedad de Z. V., en la que circulaba V. S., habiéndosele exhibido la documental correspondiente del principal sobre la que brindó explicaciones según el interrogatorio al que la sometieron las partes.

5. Entendieron los jueces, con base en los dichos que la testigo E. L. F. vertidos en la audiencia de debate (fs. 81vta./83vta.), que la semana anterior al robo estuvieron trabajando sobre una alcantarilla que se encontraba destapada, ubicada en Dardo Rocha y Tres Sargentos, una cuadrilla de operarios con una camioneta chiquitita con caja abierta, llamándole la atención a la declarante porque los overoles que vestían se veían demasiados nuevos.

Cuando se le preguntó si podía identificar la camioneta respondió que podía reconocer el modelo por lo que se le exhibieron las fotos de fs. 1944/1949 del principal, correspondientes a la camioneta Daewoo dominio DLS-…, propiedad de G. B., brindando una respuesta afirmativa.

Asimismo, preguntada por la fiscalía si podía reconocer entre los presentes a algunos de esos operarios, señaló que el imputado podría ser la persona menudita y chiquita que describió. 

La defensa cuestiona esta declaración tomando en cuenta las anteriores prestadas durante la investigación preliminar pues sostiene que fue cambiando sus dichos hasta identificar a G. B. como uno de esos operarios cuando la única descripción que brindara difería esencialmente de él.

Debo acompañar las críticas de la defensa pues, leídas las declaraciones de fs. 654/655, 1961/1962, 3491, 4379, las diligencias de dictado de rostro de fs. 1159/1160 y de reconocimiento de personas por fotografías de fs. 5299 – todas del principal-, y las explicaciones que al respecto diera en la audiencia, entiendo que no permite alcanzar convicción suficiente como para dar por acreditado que fue G. B. quien estuvo en la alcantarilla en aquella ocasión.

Sin embargo, no encuentro razones para no considerar que una camioneta de similares características a la del imputado estuvo estacionada en dicha oportunidad (artículos 210, 233 y 373 del Código Procesal Penal).

Tampoco encuentro significativa la objeción del secuestro de la camioneta que realiza la defensa.

La queja refiere que R. manifestó que la orden de secuestro no le fue exhibida y que se llevaron ese rodado cuando, en realidad, buscaban otro.

Sin embargo, el testigo expresó en la audiencia que o no le exhibieron la orden o que no lo recuerda y que no opuso ningún reparo a que la policía se llevara la camioneta (fs. 83 vta.), en tanto la diligencia había sido ordenada por el Juez de Garantías con la concreta descripción “camioneta marca Daewoo color celeste dominio DLS-…”, descripción que coincide con el vehículo secuestrado.

6. Se acreditó también que dos personas se presentaron en la fiscalía de instrucción para entregar dinero que les había dado G. B..

Uno de ellos, S. G. D., por la venta de un departamento de su propiedad, sito en calle Carlos Gardel nº …, .. Piso, Departamento .., en Olivos, el 16 de febrero de 2006, en la suma de sesenta y siete mil dólares (fs. 2467/2477 y 2492 incorporadas al juicio por lectura). 

El otro, M. E. d. G., la suma de sesenta mil dólares que G. B. le entregara para que le guardara en su caja de seguridad porque se iba de vacaciones y no quería dejar el dinero en la casa.

La defensa cuestiona estos relatos pues considera que no se acreditó la procedencia ilícita del dinero en tanto entiende probada la solvencia económica, previa al ilícito en trato, de G. B..

Los agravios no proceden.

Más allá de las suposiciones de los testigos sobre las razones por las que el imputado disponía de esas sumas, no ha llegado discutido, porque así lo han afirmado los nombrados y el propio G. B., que  efectivamente éste disponía de esas sumas de dinero.

Entiendo, en cambio, que le asiste razón a la defensa sobre que solicitó las declaraciones de M. L. y A. G. las que no fueron desistidas sino denegadas por el tribunal al entender que ya se habían admitido otras declaraciones testimoniales por igual motivo.

Sin embargo, esta circunstancia no invalida la valoración del tribunal pues entiendo que la solvencia económica de G. B. previa al hecho no se encuentra suficientemente acreditada.

En efecto, más allá del patrimonio de sus padres, no existe ninguna constancia documentada de su propio patrimonio, de su giro económico, de los ingresos provenientes de su trabajo en el taller o en otros negocios (artículos 210, 233 Y 373 del Código Procesal Penal).

7. Finalmente, se suma a todas las circunstancias reseñadas su presencia en el incidente del 18/11/2004, ya relatado al tratar los agravios traídos por la defensa de F. A., que se revela así como una tarea de inteligencia previa al robo y tendiente a verificar, tal vez, la estructura edilicia, la distribución del personal o la reacción ante una situación de apariencia sospechosa.

8. De tal manera, entiendo correcto el razonamiento de los jueces quienes, con base en la consideración de estos graves, precisos y concordantes hechos reconstruyen la intervención de N. S. G. B. en el delito.

Sin embargo, entiendo que la misma lo fue en calidad de cómplice primario.

En efecto, no surge de ninguno de los elementos de prueba producidos que el imputado haya estado presente ese día dentro de la entidad bancaria o afuera de la misma asegurando la fuga de los autores, el apoderamiento de lo sustraído, etc.

Circunstancia que, por otra parte, el mismo imputado niega y que respalda el testigo Y. T..

Por el contrario, lo acreditado es que confeccionó él mismo el diseño del que he concluído arriba que corresponde al túnel que conectaba la entidad bancaria con el desagüe pluvial por el que los coautores huyeron llevándose lo apoderado.

Coautores a los que conocía y con quienes tuvo relación en épocas cercanas al hecho.

Y, por tal razón, no se acreditó que tomó parte en la ejecución sino que lo hizo en la etapa de preparación del ilícito brindando un aporte sin el cual el mismo no se habría podido cometer (artículos 210 y 373 del Código Procesal Penal y 45 del Código Penal).

XIII. 

Avocándome ahora al tratamiento de la calificación legal que corresponde atribuirle a los hechos bajo estudio, habiéndose ya establecido la aptitud para el disparo de al menos una de las armas empleadas en el evento, sólo cabe consignar aquí que la calificación adoptada en origen (artículo 166 inciso 2º, segundo párrafo del Código Penal) se encuentra ajustada a derecho.  

En lo que atañe a la calificante de “banda”, resistida por la defensa de D. l. T., considero que la prueba valorada, y que se viene de reseñar, resulta suficiente para acreditar la conformación de la misma.  

En este sentido, no puedo compartir con el recurrente que se haya efectuado una “efímera” mención a la distribución de roles, si a lo largo del veredicto se ha dejado en claro que al menos cinco personas se pusieron de acuerdo para perpetrar un hecho delictivo, el que fue organizado con meses de anticipación a efectos de disponer de los medios humanos y técnicos (automóviles, botes, armas, instrumentos para la perforación de paredes, teléfonos, vehículos para llegar al lugar, etc.) necesarios para consumarlo. 

El agravio luce así como una mera declaración de principio, que se desentiende de los elementos de prueba colectados en la causa y valorados en el pronunciamiento, y por ello, no progresa. 

Por otro lado, la Defensora Adjunta manifiesta en el memorial que resulta errada la doble calificación adoptada respecto del delito contra la propiedad, dado que entre las figuras de los artículos 166 y 167 del Código Penal sólo media un supuesto de concurso aparente de leyes. 
No comparto dicha tesitura. 

En efecto, la doctrina ha explicado que el concurso aparente, o concurso de leyes, se verifica cuando “una acción pueda ser enjuiciada según diversos tipos penales, bastando empero uno de tales tipos por sí solo para agotar el pleno contenido de ilícito del hecho” .... de manera tal que los demás tipos carecen de relevancia para el pronunciamiento del juicio de culpabilidad” (conf. Maurach, Gössel, Zipf, “Derecho Penal, Parte general”, Tomo 2, Astrea, Buenos Aires, 1995, p. 551).

Vale decir, que el instituto en cuestión se presenta toda vez que los elementos típicos de una o más figuras penales se encuentran contenidos en otra, que a su vez incorpora algún o algunos elementos más (como por ejemplo, el robo, en tanto incorpora en su tipo a la totalidad de los elementos del hurto), o cuando la misma ley se encarga de desplazar su aplicación ante la aparición de un elemento típico en particular (por ejemplo, en los casos de desplazamiento del delito contenido en el artículo 104 del código de fondo en el caso de que resulte un delito más grave).

Desde esta perspectiva, considero que los elementos del delito de robo con armas y del robo en poblado y en banda distan de poder ser “absorbidos” en una u otra figura, puesto que el uso de armas no presupone ni contiene a la pluralidad de autores. De hecho, el delito de robo con armas puede ser cometido por una sola persona, extremo que denota la independencia de ambas figuras en cuanto a sus elementos configurativos, sin perjuicio del modo como concurran en el caso concreto.

A la luz de este razonamiento, considero que no existe ningún impedimento legal ni constitucional para tipificar la conducta del modo como lo efectuara el sentenciante, esto es, recogiendo una unidad de acción y una diversidad de sanciones penales. 

Lo mismo sucede respecto de la concurrencia entre el delito contra la propiedad y el que vulnera la libertad, pues la comisión de este último no se revela indispensable para la consumación del robo (no se ha afirmado que las víctimas hayan sido desapoderadas de los efectos que llevaban consigo), sino que, en realidad, la reducción de la ambulatoria obedeció al plan previo de los autores, diseñado en todos sus detalles, incluida la hora de ingreso a la entidad, y se prolongó por aproximadamente dos horas luego de la fuga de los agresores, por lo que en mi opinión la conclusión relativa a la unidad de conducta y pluralidad de resultados disvaliosos resulta ajustada a derecho. 

Por el contrario, las figuras del robo con armas y portación ilegítima de arma de fuego, imputada a D. l. T., concursan realmente entre sí. 

Es que, el tipo penal en trato no exige una portación prolongada en el tiempo; para la consumación del delito, basta con una que permita al sujeto activo emplear el objeto conforme su voluntad, o decidir, en todo caso, si conserva o dispone del elemento prohibido.

En el caso de autos, si se afirma, y no ha sido materia de controversia, que el imputado llegó al lugar del hecho munido de la escopeta, que empleara para perpetrar el robo, entonces ha existido una portación previa en los términos indicados, y por lo tanto, no resulta posible afirmar que tal conducta se encuentre absorbida por el tipo del robo con armas (artículos 210 y 373 del rito).

Finalmente, atento la absolución parcial que corresponde dictar respecto de A., los agravios relativos a la forma concursal entre el delito contra la propiedad y el cometido contra la seguridad común, devienen abstractos (artículos 210, 373, 448, 450, 451 y 459 del ritual). 

XIII.-

En lo que a las pautas de mensura de la pena se refiere, comparto con el tribunal y la fiscalía en que el pedido de cesura de juicio resultó extemporáneo, dado que en mi opinión, y contra lo sostenido en el recurso, no resulta requisito indispensable para su procedencia conocer la pena que solicita el acusador; por el contrario, el instituto hace hincapié en la necesidad de discutir más ampliamente las circunstancias, hechos y pruebas que atañen o influyen en la regulación de la sanción penal. 

En ese sentido, es correcta también la decisión del tribunal, en cuanto señaló que al efectuar su pedido, luego del alegato de la Fiscalía y del Particular damnificado, el letrado no adelantó qué elementos o circunstancias se tornaban esenciales y determinantes a los efectos de abrir un debate ulterior e independiente sobre la pena, por lo que además, medió insuficiencia del reclamo (artículos 210, 372, 373 y concordantes del rito). 

En otro orden, al momento de resolver la cuestión cuarta del veredicto, el “a quo” sólo computó atenuantes a favor de G. B. (la ausencia de antecedentes y el buen concepto laboral), omitiendo todo pronunciamiento respecto de los puntuales pedidos efectuados por las defensas de A. y Z., incurriendo de este modo en arbitrariedad por ausencia de tratamiento de una cuestión esencial oportunamente propuesta (artículos 18 de la Constitución Nacional; 106, 210, 373 y concordantes del código adjetivo). 

Así las cosas, no observo que el hecho de ser un hombre de familia, con un hijo menor de edad o nietos, o el haber tenido un buen comportamiento procesal, como asimismo el hecho de ser una persona correcta con la autoridad, o no consumir sustancias, puedan considerarse pautas válidas a mensurar en este momento, y las defensas tampoco han explicado cómo ellas deberían incidir en el juicio del injusto, o cómo traslucirían un menor disvalor de acción o resultado en el hecho. En este aspecto, entonces, media insuficiencia de los recursos para provocar la casación que peticionan. 

Por el contrario, sí se ha afirmado que el testigo R. proporcionó un buen concepto laboral de A., y el tribunal no ha desestimado fundadamente este circunstancia, ella permanece incólume y debe computarse a favor del encartado aún en caso de duda. 

En ese sentido, he sostenido en anteriores ocasiones que el “concepto”, entendido como las “calidades personales” del sujeto, las “circunstancias”, costumbres y “conducta precedente” a que alude el inciso 2º del artículo 41 del Código Penal no es un elemento “accesorio” del juicio, sino una categoría que reconduce a la demostración de la mayor o menor peligrosidad del justiciable, es decir, que se torna operativa y esencial a los efectos de la pena en tanto fundamenta la mayor o menor peligrosidad.

En consecuencia, corresponde computar a favor del coimputado A. la atenuante omitida. 

Ya en lo que atañe a las aumentativas de la sanción, el tribunal computó:

a.- La significativa capacidad logística y económica, pues remite a un planeamiento minucioso y a la reunión de varias personas con capacidades específicas, lo que excede a cualquier otra preparación para cometer un apoderamiento;

b.-La violencia desplegada en el hecho, pues las víctimas manifestaron haber sentido temor por su vida, con referencias a un “nuevo Ramallo”, atento el empleo de armas, sin discriminación de sexo o edad, haber sido obligados a tirarse al suelo y a no mirar, y a orinar en maceteros, siendo que los permisos acordados para llamar por teléfono lo fueron en virtud de la conveniencia del grupo. El juzgador citó, como ejemplo, la violencia desplegada contra R. a los efectos de que S. abandonara el bunker. 

c.- La pluralidad de víctimas.

d.- La extensión del daño causado, económico, físico y psíquico.

e.- La modalidad empleada, en cuanto se usó a las víctimas como escudos humanos.

f.- Respecto de A., D. l. T. y Z., los antecedentes que registran. 

Ninguna objeción me merece la primera de las pautas mencionadas, dado que efectivamente, y aún considerando que el hecho se tipificó como robo en poblado y en banda, el grado de organización, planeamiento previo y la cantidad y calidad de los actos preparatorios verificados en la presente exceden la base o el mínimum contemplado en los tipos penales involucrados, y por ello, puede ser considerados como pautas aumentativas de la sanción. 

Tampoco habré de cuestionar las agravantes relativas a la cantidad de víctimas y a la extensión del daño causado. En el primer caso, entiendo que la cantidad de damnificados por el hecho posee una entidad tal que legitima la graduación de esta circunstancia como pauta agravante de la sanción. En el segundo, porque más allá de los daños psicofísicos valorados por el tribunal, y de la existencia de un seguro, lo cierto es que no fue posible recuperar la totalidad de lo sustraído, y que en muchos casos, como se observa en las fotografías acompañadas al legajo, parte del botín consistía en joyas que revestían valor no sólo por el material en que estaban confeccionadas, sino también por su antigüedad y su valor sentimental, extremos éstos que evidentemente no forman parte del acuerdo con las aseguradoras, y que potencian el perjuicio ocasionado a las personas, consideradas en su integralidad, por lo que el parámetro ha sido correctamente valorado (artículo 41 inciso 1º del Código Penal).
No comparto, en cambio, que deba computarse como agravante la ”extrema violencia” desplegada en el hecho. 

Es que no puedo perder de vista que el robo se perpetró contra una entidad bancaria, y que la consumación del delito exigía ineludiblemente la reducción de las personas que se encontraran en el lugar. Paralelamente, resulta evidente que ante el ingreso de los agresores y su permanencia mientras perpetraban el desapoderamiento, las víctimas sentirían temor y angustia, siendo habitual que se las compela a “no mirar”. Estos extremos no exceden, por sí mismos, la dosis de violencia ya contemplada en el tipo de los delitos de robo con armas y en poblado y en banda, es decir, delitos caracterizados, precisamente, por el ejercicio de fuerza en las cosas y/o violencia en las personas. 

Por otro lado, la alusión a “un nuevo Ramallo” no fue una expresión dirigida a las víctimas sino, a estar a los dichos de F. (fs. 8357 del principal), a los negociadores con quienes se estaba dialogando.

Por el contrario, F. M., C., F., B., L. y D. expresaron que los agresores les permitieron hablar con sus familiares, tomar agua o fumar, y que permanentemente les decían que se quedaran tranquilos, y que no les iba a pasar nada, por lo que dentro de la violencia propia de la situación, ninguno de ellos fue maltratado. Inclusive, B. reconoció que ante su estado de nervios y sus reiterados pedidos para ir al baño, tomar agua, llamar a sus familiares, etc., y lejos de perder la paciencia o tornarse más violentos, uno de los agresores le manifestó que “lo tenía podrido” y que lo iba a dejar salir, siendo, efectivamente, el primero de los rehenes en ser liberado. 

En este punto, entonces, y sin desconocer el resto de los extremos alegados por el tribunal, a mi entender el mentado “ejercicio de violencia” no aparece tan nítido, pues se matiza con circunstancias que lo contradicen, lo que equivale a sostener la existencia de un margen de duda razonable que debe jugar a favor de los acusados, y, en consecuencia, la agravante debe ser dejada sin efecto. Máxime cuando el hecho de utilizar a una (y sólo una, pues así lo asienta el veredicto) de las víctimas como escudo humano, ya ha sido computado como pauta independiente. 

Finalmente, las condenas que registran los encartados aparecen correctamente valoradas en la cuestión quinta del veredicto, por lo que habré de propiciar su confirmación. 

Tampoco media error en cuanto a la situación de D. l. T., si tal como surge de fs. 8517 vta. del principal, el tribunal no lo ha “declarado” reincidente,  explicando a fs. 8517 vta. los motivos por los que no correspondía hacer lugar al pedido fiscal, sino que se ha limitado a “mantener” la declaración  oportunamente efectuada por el Juzgado de Sentencia, letra “C” de Capital Federal, y confirmada por la Cámara Federal de Apelaciones de Mar del Plata en fecha 29/6/93. Cabe colegir entonces que, en rigor de verdad, no existe “decisión” del tribunal a este respecto que pueda ser casada (artículos 18 de la Constitución Nacional; 210, 373, 448, 450, 451 y 459 del Código Procesal Penal). 

XIV.-
Por todo lo hasta aquí, expuesto, propongo al Acuerdo declarar procedentes los recursos interpuestos, sin costas; y como un reenvío a jueces hábiles a efectos de que ajusten la medida de la pena constituiría una dilación que debemos evitar, propongo asumir competencia positiva, y absolver a F. A. en orden a los delitos de encubrimiento (dos hechos) y portación ilegal de arma de guerra, por los que viniera condenado; absolver a R. A. D. l. T. en orden a los delitos de encubrimiento (dos hechos) por los que viniera condenado; condenar en definitiva a R. A. D. l. T. a trece años de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, manteniendo su declaración de reincidencia, como coautor penalmente responsable de los delitos de robo agravado por el uso de armas de fuego, robo en poblado y en banda y privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas, en concurso ideal, y autor del de portación ilegal de arma de guerra (dos hechos), en concurso real con los anteriores; condenar en definitiva a F. A. a diez años de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como coautor penalmente responsable de los delitos de robo calificado por el uso de arma de fuego, robo en poblado y en banda y privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas, en concurso ideal; condenar en definitiva a J. J. Z. a ocho años y seis meses de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como coautor de los delitos de robo calificado por el uso de arma de fuego,  robo en poblado y en banda y privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas, en concurso ideal; y condenar en definitiva a S. N. G. B. a ocho años de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como cómplice primario de los delitos de robo calificado por el uso de arma de fuego, robo en poblado y en banda y privación ilegal de la libertad calificada por violencias y amenazas, en concurso ideal. Asimismo propongo regular los honorarios profesionales de los doctores Ignacio Javier Costa y Adolfo Luis Tamini por la defensa de F. A.; Sergio Samuel Arenas, por la defensa de S. N. G. B.; Leonardo Einingis, por la defensa de J. J. Z.; y Marcelo Lerman, por el particular damnificado, en una suma equivalente, para cada uno de ellos, al veinte por ciento (20%) de los fijados en origen (artículos 18 de la Constitución Nacional; 12, 19, 29 inciso 3º, 40, 41, 45, 50, 54, 55, 142 inciso 1º, 166 inciso 2º, segundo párrafo, 167 inciso 2º, 189 bis, inciso 2º, párrafos segundo y cuarto, 277 primer párrafo, inciso c) del Código Penal; 1, 203 a contrario, 205, 206, 210, 262, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1, 456, 457, 459, 460, 530, 531 y 534 del Código Procesal Penal, y 28 “in fine” del Decreto 8904/77).
 Por lo expuesto, a esta segunda cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA.
A la segunda cuestión planteada, el señor juez doctor Borinsky dijo: 

-I-

Nada que no resulte ocioso corresponde agregar al fundado voto del doctor Violini por el que rechaza los motivos que pretenden invalidar la acusación fiscal, respecto de Z., la aprehensión de D. l. T., el secuestro de armas y otros efectos que llevaba consigo, los reconocimientos de los mismos; y la exclusión de la declaración de la testigo A. D. T..

Coincido también en que no existió coacción  para que la nombrada declarara en juicio, sin que pueda asignarse valor a sus supuestos dichos brindados ante escribano público.

No huelga recordar al respecto, como dijera en “C.” (causa 22857, sent. del 3/2/09, reg. 35), que la regla en nuestro proceso es la que manda al tribunal recibir en el juicio las declaraciones directamente de los testigos que conocen de los hechos y sus circunstancias, y no debe tener que depender para formar convicción de lo que antes o después del mismo digan ante las partes, sus representantes, los medios, en reuniones de amigos, frente a escribanos, etc., etc., entre otras hipótesis que pudieran presentarse.

Por otras palabras, una imagen de la realidad solo puede lucubrarse con la prueba del juicio, y no con la que puedan mostrar sus productores a espaldas del mismo o después de concluido, a excepción claro está de que una sentencia ulterior a la que se dicte demuestre, por ejemplo, que el fallo impugnado se fundó en prueba documental, testifical o pericial cuya falsedad se hubiera declarado en otro posterior irrevocable (doctrina de los artículos 18 de la Constitución Nacional y 467.2. del Código Procesal Penal). 

La cuestión de la admisibilidad de un medio probatorio, o en su caso, de su utilización tiene que distinguirse de la referida a la apreciación de ese medio.

Entonces, sólo lo que se encuentra introducido en el juicio, por cierto conforme las garantías que lo gobiernan, puede servir de base para apreciar la prueba (artículo 18 de la Constitución Nacional). ASÍ LO VOTO.

-II-

Adhiero, asimismo, a los fundamentos del primer voto por los que rechaza los motivos levantados contra la prueba de la coautoría del hecho contra la propiedad y libertad puesto en cabeza de todos los acusados y el concerniente a la seguridad común atribuido a D. l. T., coincidiendo con las razones que suministra para concluir en la absolución de A. respecto de otro suceso de igual significación jurídica.

Abro respetuosa disidencia, en cambio, respecto de los encubrimientos imputados a los nombrados con relación a los vehículos Volkswagen Gol dominio EOV… y Ford Escort CHL ….

Según se desprende de la base fáctica del veredicto los autores formaban parte de una banda que llevó rigurosamente a cabo un plan particular y minuciosamente concebido -a punto tal que la logística incluyó la construcción de un dique en la red de desagüe pluvial para concretar una cinematográfica huida-, para el que resultaba necesario la utilización de rodados cuya titularidad no pudiera ser identificada con lo que, va de suyo, los acusados conocían el origen espurio de los mismos y los receptaron en tales condiciones, aportándolos para transportar a por lo menos parte del grupo al lugar del hecho y eventualmente despistar acerca de la forma en que abandonarían la entidad bancaria; lo que afama certeza sobre el dolo requerido por el tipo y conduce al rechazo del motivo (artículos 277, primer párrafo, letra “c”, del Código Penal; 210, 448, 451, 456 y 459 del Código Procesal Penal).

-III-

Estimo, a diferencia de quien lleva la primera voz, que no existe certeza en punto a la utilización durante el robo de armas de fuego en condiciones inmediatas de uso.

Detentada por el sujeto identificado como “el hombre del traje gris” la pistola del custodio S. sólo por el tiempo indispensable para quitarle el cargador, devolviéndosela inmediatamente, coincido con el doctor Violini en que tal posesión resultó efímera y no tuvo ninguna incidencia en la ejecución ya que no fue empleada para reforzar la intimidación.

Luego, respecto de las que se dicen portadas por los autores, si el veredicto se limita a recoger la estimación de los testigos acerca de que eran verdaderas, o sus manifestaciones sobre que fueron amenazados de muerte o que alguno de los sujetos habría anunciado su intención de comenzar a tirar ante la crisis generada por la llegada de los efectivos policiales, pero no dan cuenta de su efectiva utilización –de modo propio o impropio- y los secuestros de las ingresadas al juicio en poder D. l. T. y A. no se produjeron inmediatamente después del hecho sino a más de un mes de acaecido, no puede afirmarse, sin duda mediante, que fueran las empleadas durante el apoderamiento.

Nada agrega ni quita a la cuestión sobre el estado de las armas usadas, tampoco, que A. D. T. reconociera las incautadas en poder de D. L. T.. 

Por ello postulo limitar el encaje al de robo en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencia y amenazas (ello sin perjuicio del mantenimiento de las condenas por encubrimiento ya citadas), haciendo míos los argumentos del doctor Violini para el rechazo de los cuestionamientos a la mencionada calificante del apoderamiento ilegítimo (artículos 54, 142 inciso 1ro. y 167 inciso 2do. del Código Penal; 1, 210, 448, 456 y 460 del Código Procesal Penal).

La apuntada deficiencia en la prueba de la concreta ofensividad de las armas utilizadas por los autores conduce, además, a mudar la calificación de los dos hechos contra la seguridad común atribuidos a D. l. T. de portación a tenencia ilegal de arma de guerra desde que sólo puede considerarse verificado el peligro abstracto que supone esta última, que se enlazan en forma material con los restantes  (artículos 55 y 189 bis, inciso 2do., segundo párrafo del Código Penal)

-IV-

Son agravantes, para todos, la organización, capacidad logística y económica que exceden las abarcadas por la figura del robo en poblado y en banda aplicada; la extensión del daño causado que supera con creces lo recuperado y las condenas anteriores de A., D. l. T. y Z. pues, en la inteligencia asignada por la doctrina mayoritaria de Sala, traducen una contumacia significativa de mayor culpabilidad.

No, lo es, como afirma el doctor Violini, la violencia desplegada que no pudo acreditarse.

En atención a las absoluciones sufragadas, atenuantes estimadas en origen y buen concepto para A. y Z., agravante excluida y los restantes baremos de los artículos 40 y 41 del Código Penal, estimo justo (artículos 14.5 del P.I.D.C.yP.) condenar a R. A. D. l. T. a doce años y seis meses de prisión, como coautor responsable de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas y autor de dos hechos de tenencia ilegal de arma de guerra y otros dos de encubrimiento, que concurren materialmente entre sí; a F. A. a nueve años y seis meses de prisión, como coautor responsable de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas y autor de dos hechos de encubrimiento, en concurso real; a J. J. Z. a ocho años de prisión por resultar coautor responsable de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas; y a S. N. G. B. a siete años de prisión como partícipe primario de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas; con accesorias legales y costas de primera instancia para todos y el mantenimiento de la declaración de reincidencia para D. l. T. (artículos 12, 19, 29 inciso 3ro., 40, 41, 45, 50, 54, 55, 142 inciso 1ro., 167 inciso 2do., 189 bis, inciso 2do., segundo párrafo y 277, primer párrafo letra “c” del Código Penal; 210, 448, 451, 456, 459, 460, 530 y 531 del Código Procesal Penal).

Luego, con estas diferencias y agregados, adhiero a lo demás expresado por el doctor Violini y a esta cuestión VOTO PARCIALMENTE POR LA AFIRMATIVA
A la segunda cuestión planteada, el señor juez doctor Carral dijo: 

A los fines de alcanzar la mayoría requerida por los arts. 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, corresponde me expida exclusivamente respecto de aquellos tópicos en los cuales mis colegas de Sala no han coincidido (art. 451 del C.P.P.).

En tal contexto, observo que los puntos de discrepancia radican en primer término sobre la fehaciente acreditación de la aptitud de las armas utilizadas por los sujetos activos para perpetrar el evento delictivo en cuestión y en segundo lugar respecto de la configuración en la especie del injusto de encubrimiento.

A un lado mi opinión minoritaria respecto a la imposibilidad de considerar como agravante las condenas anteriores que registran Z. y A., ello en atención a la mayoría alcanzada en contrario, he de expedirme en punto a la discusión sobre la aptitud de las armas, tópico que hace al supuesto agravado del delito contra la propiedad siguiendo la línea que vengo manteniendo en anteriores pronunciamientos (Causa Nº 12.143 –Registro de Presidencia N° 42.505- caratulada “M., S. D. s/ Recurso de Casación”, sentencia del 28/06/11; Causa N° 11.958 -Registro de Presidencia Nº 41.495- caratulada “D., M. A. s/ Recurso de Casación, sentencia del 9/9/10; Causa Nº 13.921 -Registro de Presidencia Nº 44.358- caratulada “O. G., P. A. s/ Recurso de Casación”, sentencia del 26/10/11; entre otras del Registro de esta Sala III).
En tales ocasiones, el factum probado presentaba características análogas al presente por cuanto, aún en el caso de la incontrovertible existencia de las armas de fuego en oportunidad de perpetrarse el apoderamiento ilegítimo, vislumbro que no es posible en el caso particular –por carencias de elementos ciertos de convicción- tener por acreditada fehacientemente la aptitud de producir disparos al momento de consumarse el accionar ilícito, en la inteligencia de que no se encuentra demostrado con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere que las mismas se hallaran cargadas en condiciones óptimas de ocasionar su finalidad específica.

Por demás, no puede soslayarse la circunstancia de que la aprehensión de los causantes y el secuestro de las armas en cuestión tuvo lugar mucho tiempo después de producido el evento ilícito, conforme se desprende de los distintos relatos brindados durante el curso de debate, por lo que no puede concluirse de manera racional, que al momento de perpetrarse el apoderamiento, la intimidación se produjo con las armas de fuego en condiciones aptas de ser disparadas.
Desde este prisma de análisis, no comparto el iter lógico seguido por el sentenciante y su contexto de justificación, considerando insuficiente la conclusión probatoria a la que se ha arribado, al menos en lo que respecta a la acreditación de la figura estipulada en el art. 166 inc. 2º segundo párrafo del Código Penal.

En consecuencia, esta insuficiencia probatoria me lleva a un estado de duda insuperable que, atendiendo la manda del art. 1 del digesto de forma, debe resolverse a favor de los acusados.

De otro lado, también hago propio los fundamentos expresados por el doctor Borinsky en orden al rechazo de los agravios que embaten contra la imputación de encubrimiento respecto de los imputados A. y D. l. T..

Concluyendo entonces que, dada la coincidencia argumental con el voto expresado por el doctor Borinsky, sumado a los agregados volcados en párrafos precedentes, estimando justa la pena propuesta en su sufragio, adhiero y hago propios sus fundamentos, votando a esta cuestión, con el alcance indicado PARCIALMENTE POR LA AFIRMATIVA.

A la tercera cuestión planteada, el señor juez doctor Violini dijo: 

Tal como ha quedado resuelta la cuestión precedente, corresponde declarar procedentes los recursos interpuestos, sin costas; condenar a R. A. D. l. T. a doce años y seis meses de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, manteniendo su declaración de reincidencia, como coautor penalmente responsable de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas, y autor de dos hechos de tenencia ilegal de arma de guerra y otros dos hechos de encubrimiento que concurren materialmente entre sí; condenar a F. A. a nueve años y seis meses de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como coautor penalmente responsable de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas y autor de dos hechos de encubrimiento en concurso real; condenar a J. J. Z. a ocho años de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como coautor de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas; y condenar a S. N. G. B. a siete años de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como partícipe primario de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas. Asimismo corresponde regular los honorarios profesionales de los doctores Ignacio Javier Costa y Adolfo Luis Tamini por la defensa de F. A.; Sergio Samuel Arenas, por la defensa de S. N. G. B.; Leonardo Einingis, por la defensa de J. J. Z.; y Marcelo Lerman, por el particular damnificado, en una suma equivalente, para cada uno de ellos, al veinte por ciento (20%) de los fijados en origen (artículos 18 de la Constitución Nacional; 12, 19, 29 inciso 3º, 40, 41, 45, 50, 54, 55, 142 inciso 1º, 167 inciso 2º, 189 bis, inciso 2º, párrafo segundo y 277 primer párrafo, letra c) del Código Penal; 210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1, 456, 459, 460, 530, 531 y 534 del Código Procesal Penal, y 28 “in fine” del Decreto 8904/77).

ASI LO VOTO.
A la tercera cuestión planteada, los señores jueces doctores Borinsky y Carral dijeron: 

Que se pronuncian en igual sentido que el doctor Violini.
Con lo que no siendo para más, se dio por finalizado el Acuerdo, dictando la Sala la siguiente,

S E N T E N C I A

I.- DECLARAR PROCEDENTES los recursos interpuestos, sin costas.

II.- CONDENAR a R. A. D. L. T. a doce años y seis meses de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, manteniendo su declaración de reincidencia, como coautor penalmente responsable de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas, y autor de dos hechos de tenencia ilegal de arma de guerra y otros dos hechos de encubrimiento que concurren materialmente entre sí.

II.- CONDENAR a F. A. a nueve años y seis meses de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como coautor penalmente responsable de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas, y autor de dos hechos de encubrimiento en concurso real.

III.- CONDENAR a J. J. Z. a ocho años de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como coautor de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas.

IV.- CONDENAR a S. N. G. B. a siete años de prisión, accesorias legales y costas de primera instancia, como partícipe primario de los delitos de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada por violencias y amenazas. 

V.- REGULAR los honorarios profesionales de los doctores Ignacio Javier Costa y Adolfo Luis Tamini por la defensa de F. A.; Sergio Samuel Arenas, por la defensa de S. N. G. B.; Leonardo Einingis, por la defensa de J. J. Z.; y Marcelo Lerman, por el particular damnificado, en una suma equivalente, para cada uno de ellos, al veinte por ciento (20%) de los fijados en origen.

Rigen los artículos 18 de la Constitución Nacional; 12, 19, 29 inciso 3º, 40, 41, 45, 50, 54, 55, 142 inciso 1º, 167 inciso 2º, 189 bis, inciso 2º, párrafo segundo y 277 primer párrafo, letra c) del Código Penal; 210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1, 456, 459, 460, 530, 531 y 534 del Código Procesal Penal, y 28 “in fine” del Decreto 8904/77.
Regístrese, notifíquese y remítase a origen. 
FDO.: RICARDO BORINSKY – DANIEL CARRAL – VÍCTOR HORACIO VIOLINI
Ante mi: Andrea Karina Echenique
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